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1. Tengo para mí que buena parte de las caracterizaciones de los 
modelos jurídico-políticos imperantes en la actualidad, o vigentes en 
otros momentos históricos, se realizan más en base a presupuestos no 
contrastados empíricamente, que como resultado de un desapasiona-
do análisis de los ordenamientos jurídicos que conctetan tales relacio-
nes de poder -tales modelos jurídico-políticos- en un momento 
dado. 
Hablamos todos -y yo el primero- de modelos democráticos, 
autoritarios, liberales, socialistas, de Estado de Derecho, etc., como 
punto de partida de cualquier análisis del ordenamiento; incurriendo 
así en un grave error metodológico. Así, si caracterizamos un sistema 
como democrático, a la hora de, por ejemplo, analizar los límites que 
el ordenamiento jurídico impone al ejercicio de un determinado dere-
cho, pronto pasamos a considerar tal límite como garantía imprescin-
dible para el ejercicio de los derechos de los demás; tendemos, de 
ese modo, a considerar a ese límite más que como técnica restrictiva, 
como instrumento de garantía. Sin embargo, si nos enfrentamos ante 
un ordenamiento de un Estado al que caracterizamos apriorística-
mente como autocrático, y nos encontramos con un límite idéntico 
al anterior, de modo inconsciente resaltaremos el aspecto limitador 
de la norma, más que su función de garantía. Y, me parece, el méto-
do correcto desde un punto de vista científico debería ser exacta-
mente el opuesto: estudiar el ordenamiento y, seguidamente, caracte-
rizar el sistema. 
No creo que en el proceso antes descrito pueda hablarse de "ma-
la fe" del intérprete sino, más bien, de análisis parcial. Cuando se 
trata de analizar una parcela del ordenamiento,el teórico del Dere-
cho tiende a considerar a la misma como desarrollo de unos valores, 
principios y normas constitucionales, y así parece que se actúa con 
suficientes datos si al estudio de la parcela específica del ordenamien-
to que se pretende conocer le precede un estudio de las normas cons-
titucionales que permiten caracterizar el modelo. Nada habría que 
oponer, en principio, a esa metodología investigadora; pues resulta 
de todo punto evidente que una norma jurídica concreta no puede 
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ser estudiada aisladamente, sino como componente de un entrama-
do jurídico en el que ocupa un papel principalÍsimo la Constitución. 
Sin embargo, el método parecerá menos adecuado si es que se llega 
a la conclusión, a la que yo llegué hace algún tiempo aunque en oca-
siones lo olvide, que pretendo exponer seguidamente. 
Concibo a la norma jurídica como uno de los elementos que com-
ponen un sistema jurídico; no es un elemento aislado; una nueva 
norma modifica el sistema pero, de modo simultáneo e inevitable, es 
modificada por el mismo. Es evidente, ya lo dije, que las normas 
constitucionales forman parte integrante de ese sistema y que, en 
consecuencia, deben ser tenidas en cuenta. Ahora bien, lo que es vá-
lido para las normas constitucionales, no es válido para la Constitu-
ción; trataré de explicarme. Pienso que entre los técnicos del Derecho 
menos cuidadosos -y cuénteseme entre ellos-, se produce con preo-
cupante frecuencia una confusión extraordinariamente grave: la iden-
tificación de la norma con el soporte material de la misma. No es. la 
Constitución la que forma parte del ordenamiento; sino las normas 
contenidas en la Constitución. La confusión no tendría trascendencia 
alguna si es que todo lo contenido en la Constitución fuesen normas 
jurídicas, pero ocurre que las cosas no son exactamente así. 
Sin entrar ahora a definir qué sea un ordenamiento jurídico, y ni 
siquiera qué sea una norma jurídica, me parece que se me admitiría 
que estamos ante una norma jurídica cuando de su existencia o no 
depende, en mayor o mínima medida, que el ordenamiento sea 
como se nos aparece, o bien diverso. Desde un punto de vista dinámi-
co las cosas son mucho más claras: una nueva norma jurídica modifi-
cará el ordenamiento jurídico, si no se produce esa modificación no 
estaremos propiamente ante una norma jurídica. 
Pues bien, me parece que los textos constitucionales están plaga-
dos de declaraciones de todo tipo -cuya caracterización en este 
punto no nos interesa- que no son normas jurídicas en sentido 
estricto o, si se prefiere, desde un punto de vista práctico. y así quien 
de la lectura de un texto constitucional deduce un modelo jurídico-
político que considera como plenamente normativo incurre en un 
desenfoque de la realidad. Hay declaraciones constitucionales que no 
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son normas jurídicas y que, en consecuencia, no son elementos con-
figuradores del ordenamiento jurídico; así quien trate de analizar una 
determinada norma jurídica como un elemento de un sistema del que 
forma parte la Constitución en su totalidad, no está realizando un 
trabajo jurídico porque, sencillamente, no está analizando un sistema 
jurídico, sino algo diverso. No es la Constitución en su totalidad ins-
trumento válido para realizar una tarea de interpretación normativa. 
2. Pero no se detienen en ese punto los errores que habitualmen-
te cometemos los juristas teóricos a la hora de operar con la Constitu-
ción. Es evidente que junto a contenidos no propiamente normati-
vos, encontramos en los textos constitucionales normas jurídicas en 
sentido estricto. También me parece claro que es cada día más fre-
cuente que los ordenamientos jurídicos tienden a considerar las refe-
ridas normas de aplicación directa -por ejemplo: invocables ante los 
tribunales, exigible su cumplimiento ante esas mismas sedes-; pero, 
aun a pesar de ello, no siempre ocurre asÍ. 
Es evidente que en aquellos sistemas en que se considera que los 
mandatos constitucionales -¿habría que especificar que nos referi-
mos a los mandatos "normativos"?, ¿existen, en el mundo del Dere-
cho, mandatos "no normativos"?- no son de aplicación inmediata, 
no podemos considerar a estos como elementos modificadores del 
ordenamiento -el mismo argumento cabría emplear desde una pers-
pectiva estática, pero no parece necesario el acudir a una ejemplifi-
cación necesariamente más compleja-o Pero es que incluso en los ca-
sos en que el mandato constitucional es plenamente normativo y go-
za de la nota de la aplicabilidad inmediata, no parece que las cosas 
sean muy diversas. 
Si analizamos el tráfico jurídico cotidiano observaremos sin gra-
ves dificultades como en la práctica se procura no acudir a la aplica-
ción de normas jurídicas (en los miles de contratos de compraventa 
de bienes muebles que se realizan cotidianamente se tiende a no invo-
car ningún tipo de norma; Ticio paga el precio y Cayo entrega la 
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cosa), y que incluso las partes tienden a eludir la aplicación de la 
norma (Cayo y Ticio no acuden al Derecho civil o al mercantil, que 
sería el regulador de su compraventa, pero, además, con frecuencia 
procuran evitar el Derecho fiscal). Se me dirá -recordando que el 
Derecho sólo actúa en caso de conflicto; lo cual es falso- que acudi-
rán a la norma jurídica cuando no cumple con su compromiso 
(Ticio no paga el precio y Cayo acude a la norma jurídica que obliga 
a realizar dicho pago). Tampoco eso es cierto, pues es cada día más 
frecuente el que las controversias jurídicas se solventen por cauces 
previstos al margen del ordenamiento (El abogado de Ticio ofrecerá 
el pago por parte de su cliente siempre que se produzca una rebaja en 
el precio; el abogado de Cayo lo aceptará,pues sabe que en caso con-
trario su cliente se verá obligado a esperar durante años la recepción 
de un precio por lo demás devaluado); pero ni siquiera se acude a la 
norma jurídica reguladora de ese supuesto, sino a una "accesoria" 
(Cayo invocará la normativa de Derecho cambiario, o la normativa de 
Derecho penal reguladora del impago de cheques, no la norma del 
Derecho de contratos. Lo importante no es ya -gran absurdo- el 
pago del precio sino el pago del cheque o de la cambial)~ En resumen, 
en aquellos casos en que sea necesario acudir a las soluciones jurídi-
cas, los interesados acudirán a las normas cuya aplicación resulta más 
sencilla (transacción extrajudicial, pago de cheque, etc.), que, 
generalmente, resulta ser la norma más próxima, la que ocupa un 
escalón más bajo en la pirámide kelseniana. La norma más alejada, la 
norma de difícil aplicación, es la norma contenida en un texto cons-
titucional. 
El grado de abstracción -de inconcreción- del mandato normati-
vo constitucional es tal que, en la práctica, sólo es aplicado cuando 
no se encuentra una norma de rango inferior -necesariamente más 
concreta- que resuelva la controversia jurídica planteada. 
Así que cualquier descripción de modelos político-jurídicos basa-
da exclUsiva o principalmente en un texto constitucional será poco 
concorde con la realidad. 
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3. Al margen de otras, es claro que principalísima función de las 
leyes ordinarias es la de concretar esas declaraciones constitucionales 
no normativas e, incluso, aquellos mandatos normativos contenidos 
en textos constitucionales, a los que me he venido refiriendo hasta 
ahora. 
Naturalmente, la importancia de esa labor concretizadora será no-
tablemente más importante en aquellos sistemas jurídicos en los que 
la importancia de la jurisprudencia y costumbre como fuentes del De-
recho es proporcionalmente menor; tal es el caso de los sistemas con-
tinentales europeos y, singularmente, del español. 
Llegados a este punto mi discurso parecerá agotado; mi tesis, 
substancialmente sintetizada en las anteriores líneas, llevaría a una 
conclusión nada sorprendente: la legislación ordinaria concreta los 
valores, principios y normas constitucionales; el modelo jurídico-
constitucional se realiza en, o mediante, la legislación ordinaria. Ese 
sería un lugar común, pero no por común menos inexacto. 
No se trata de un modelo constitucional materializado en normas 
legisl~tivas ordinarias, sino que lo que se trata es de que el modelo 
jurídico-político no es diseñado por la Constitución, sino por la legis-
lación ordinaria. Se me dirá ¿yen qué cambian las cosas si la legisla-
ción ordinaria se limita a concretar el modelo constitucional? Ahí es-
tá la gran falacia: en la consideración de la .función concretizadora 
como una operación no valorativa plenamente aséptica. El concretar, 
implica necesariamente elegir, interpretar, añadir, desarrollar, cerce-
nar, etc., es decir, un conjunto de operaciones que implican inevita-
blemente redefinir el modelo constitucional, y en esa -como en 
todas- redefinición se está produciendo una nueva definición, una 
nueva definición que crea un nuevo modelo: el modelo real. En re-
sumen: el modelo jurídico-político real .es definido por la legislación 
ordinaria. 
4. Los defensores a ultranza -más allá de la realidad- del mode-
lo constitucional no quedarán confonries con mi anterior propuesta; 
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la considerarán radicalmente errada y, en el improbable caso de que 
presten alguna atención a la misma, opondrán inmediatamente dos 
contraargumentos de peso: De una parte el hecho de que, incluso en 
los sistemas continentales, hay otras vías de conformación del 
ordenamiento diversas a la actividad legislativa y a través de las cuales 
pueden operar los principios · const!tucionales reconduciendo el 
modelo real al constitucional; sería, principalmente, la jurisprudencia. 
En segundo término, que el propio sistema prevé unos mecanismos 
para corregir cualquier 'desviación, ora legislativa ora jurisprudencial, 
del mgdelo constitucional. Analicemos ambas hipotéticas obje-
ciones. 
No seré yo quien pretenda negar que en multitud de sistemas 
jurídicos, entre los que se cuenta el español, las sentencias de los 
tribunales de justicia pueden invocar, y de hecho invocan, normas 
jurídicas constitucionales, como vía de resolución de la controversia 
planteada. Sin embargo, de una lectura atenta de las sentencias se 
puede deducir que, salvo en casos de "emergencia", el mandato 
constitucional es citado como un argumento más, pero no como el 
decisivo. Y probablemente no puede ser de otro modo ya que el ju~z 
-en realidad todos los participantes en la tarea de impartir justicia 
por vía judicial- se ve en la absoluta necesidad de, como en ninguna 
otra circunstancia de aplicación del Derecho, concretar al máximo. El 
juez debe encajar el supuesto de hecho, por definición concreto, en 
una norma que, también por definición, es abstracta; evidentemente 
su tarea será más difícil -y, probablemente, más arbitraria- en la 
medida que el grado de abstracción de la norma sea mayor; ,por eso, 
parece natural que el juez tienda a no acudir a las normas constitu-
cionales ya que por su elevadísimo grado de abstracción harán de 
la tarea de encaje supuesto de hecho-norma, una tarea ex traordinaria-
mente dificultosa. Si acudiendo a escalones inferiores de la pirámide 
ke1seniana el juez encuentra una norma en la que tenga cabida el su-
puesto de hecho que debe juzgar, es más que probable que detenga 
en ese punto la tarea de investigación/del sistema normativo vigente 
y aplicable -por lo demás, el que el juez acudiere a normas de supe-
rior abstracción y, en el límite, a norma constitucionales, no es 
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garantía de vigencia del modelo jurídico-político constitucional, 
sino de aquel que se derive de la ideología dominante en la judica-
tura, ya que el elevado grado de abstracción de la norma constitu-
cional permite las más variadas interpretaciones-o 
Por lo que se refiere a la existencia de mecanismos en el seno del 
propio ordenamiento, para reconducir las aguas legislativas al cauce 
constitucional, en aquellos supuestos en que el mandato legislativo 
se opone a la norma constitucional, me parece que deben ser hechas 
varias matizaciones. Admitir de plano que la existencia de esos meca-
nismos es garantía de pervivencia y consolidación del "modelo" 
constitucional, me parece que supone simultándamente un exceso 
de confianza en los mecanismos técnicos de control y una escasa fe 
en la capacidad de la norma de modificar el ordenamiento; trataré 
de explicarme. 
En buena parte de los sistemas jurídicos actuales, y desde luego 
en el español, se prevé la existencia de unos órganos, que al margen 
de otras posibles funciones, tienen por objeto el declarar la nulidad 
de aquellas normas legislativas que se oponen a la Constitución. Pa-
ra desempeñar esa función con absoluta eficacia es evidente que 
lo primero que se debe lograr es que el órgano de control tenga la 
oportunidad de conocer aquellos casos en que haya una posibilidad, 
por pequeña que fuera, de que una norma que se incorpora al ordena-
miento se aparte, o sea contradictoria, con un mandato constitucio-
nal; es por ello por lo que junto a la posibilidad de que el órgano de 
referencia realice esa tarea investigadora, el ordenamiento establece la 
posibilidad de que otros órganos puedan plantear ante el mismo los 
supuestos que ellos estimen de inconstitucionalidad. Ahora bien, a 
pesar de todo, es racionalmente admisible el imaginar que se promul-
guen normas legislativas no acordes a la Constitución y que no 
lleguen nunca -o cuando menos no lleguen inmediatamente- a 
obtener la calificación oficial de nulidad por dicho motivo. Pero es 
que, además, en la labor de control de la adecuacción de la norma 
legislativa al texto constitucional, el órgano competente para realizar-
la necesariamente debe "interpretar", y en esa tarea interpretadora 
bien puede apartarse del modelo constitucional. Así que, en primer 
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lugar, no cabe admitir que todas las normas legislativas son analiza-
das, del mismo modo en que no cabe admitir que siempre sea el 
"modelo" constitucional el imperante tras la tarea interpretadora que 
debe realizar el órgano encargado de controlar la constitucionalidad. 
Por ello me refería a una excesiva confianza en los mecanismos técni-
cos de con trol. 
Pero, en segundo término, me he referido también a la escasa fe 
en la capacidad transformadora del ordenamiento por parte de la nor-
ma legislativa en general y en particular de la no acorde con la Consti-
tución -y, por 10 tanto, no propiamente normativa-o La norma tiene 
siempre una vocación de vigencia y, generalmente, de vigencia perpe-
tua; esa cualidad la tiene también la "norma" no normativa por 
poseer la tacha de inconstitucionalidad. Aún en el caso, que no siem-
pre se produce, de que sea descubierta esa inconstitucionalidad y, 
consecuentemente, sea declarada su nulidad, me parece claro que 
se habrán producido dos efectos: 10, Durante un período, más o me-
nos extenso, la norma habrá estado formalmente vigente, 10 que ha-
brá producido una alteración en el ordenamiento y, sobre todo, ha-
brá permitido la regulación en un determinado sentido -que luego 
se descubre que no es un sentido "constitucional"- de determinadas 
y concretas relaciones intersubjetivas. Suponer que la posterior tacha 
de nulidad de aquella norma implica la inmediata reposición de todas 
esas cosas al estado anterior a la promulgación de la misma, sería algo 
así como suponer que la historia pretérita pudiera ser cambiada. 2°, 
Pero es que, además, un texto legislativo no está compuesto por un 
solo mandato normativo, sino que está formado por una pluralidad 
de ellos engarzados de un modo sistemático; el órgano encargado 
de realizar el control constitucional puede declarar la nulidad de uno 
o varios de esos mandatos normativos -en realidad, y por ello mismo 
no normativos-, pero resulta altamente improbable que realice dicha 
declaración con respecto a la totalidad del texto legislativo, de tal 
manera que, en la práctica, un conjunto de mandatos normativos co-
nexos -y que, lógicamente, responderán al mismo espÍritu- con el 
mandato declarado nulo perviven, lográndose por esa vía una pervi-
vencia, tan pequeña como se quiera, del mandato no constitucional. 
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5. Pienso que de todo lo anterior cabe deducir con facilidad cuál 
es mi propia posición a propósito de la cuestión suscitada, pero tal 
vez no esté de más que la fije en unas pocas palabras: Desde mi per-
sonal punto de vista el modelo jurídico-político vigente en un mo-
mento determinado no viene fijado -en el plano normativo- por 
la Constitución, sino que, en realidad, viene fijado por la legislación 
ordinaria . 
. Pero sería engañarme el pensar que, en el hipotético supuesto de 
que mi tesis fuera acertada, todo se detiene en ese punto. En realidad 
el proceso se repite con iguales resultados en los siguientes escalones 
de la pirámide kelseIliana El modelo fijado por las leyes es concreta-
do por normas de inferior rango y así se produce una redefinición, 
etc. 
Poco sentido tendría que volviese en este punto a exponer mis 
razonamientos, pero tal vez lo tenga el que explicite de un modo 
muy breve cuál es el resultado último que se produce. Pienso que el 
"modelo" de Derecho público realmente vigente es el conformado 
por una serie de actos administrativos -incluso de algunas actuacio-
nes de administrativos; espero que se me entienda-, de aplicación di-
recta al caso concreto (La Constitución proclama la libertad de cáte-
dra que, imagino, comprenderá la libertad dd investigación; pero el 
funcionario que cursa los pedidos de libros en la biblioteca de la Uni-
versidad en la que radica mi cátedra decide cursar en primer lugar 
los pedidos correspondientes a libros españoles, así que mi pedido de 
libros extranjeros no llega nunca y se cercena mi libertad investigado-
ra; sin duda puedo lograr que se expediente al funcionario y a sus su-
periores, incluso que se sancione a todos ellos, pero ¿repara eso el 
daño causado en un tiempo razonable?, no, luego nada hago), en tan-
to que el "modelo" de Derecho privado es el que los usos sociales, 
mercantiles, familiares, etc. van creando (yo no te pago el precio que 
te debo si no es con una sustancial rebaja, en caso contrario los 
tribunales te darán la razón en unos años; estoy divorciado y tú no 
me dejas ver nuestros hijos los días que me corresponde, pues yo no 
te pago la cantidad mensual establecida por el juez). 
108 
DOS REGULACIONES DE LA LIBERTAD RELIGIOSA 
6. Si a lo largo de las anteriores líneas he venido haciendo una 
reflexión de carácter general, corresponde ahora concretarla -y, por 
lo tanto, y siendo coherente con lo sostenido más arriba, falsearla- a 
un campo más específico: el de la libertad religiosa. 
Los intentos clasificatorios de los sistemas jurídico-políticos en 
orden a su posición en torno a "lo religioso" son muy numerosos; 
numerosos son también los instrumentos de medida de la libertad 
religiosa en esos sistemas, pero no parece que de esas clasificaciones 
se deriven consecuencias claras. Daré algunos ejemplos para tratar 
de explicitar mi intuición. 
No creo que pueda ser tildada de extravagante la pretensión de 
reconducir los sistemas de Derecho eclesiástico a dos grandes blo-
ques: confesionales y laicos; buena parte de los analistas admitirían 
que, como primera aproximación, esa clasificación resultaría útil. 
Tampoco se encontrarían graves discrepancias a la hora de establecer 
otra clasificación en base a la consideración de algunos modelos co-
mo respetuosos con la libertad religiosa, en tanto que otros no lo son. 
Probablemente, por último, también encontraríamos sin dificultad 
a autores aque sustentan la tesis de q~e\ ,en línea de principio, los 
sistemas laicos son más resp~tº9iOS de la libertad religiosa que los 
confesionales. Pero tratemos de proyectar esas clasificaciones técni-
cas en la práctica y veamos la dificultad de operar con esas catego-
rías. Que los sistemas británico o escandinavo son confesionales es 
algo evidente, pero ¿resulta correcto ubicarlos en el mismo grupo que 
a los países musulmanes?, ¿hay mayor libertad religiosa en Francia 
que en el Reino Unido?, ¿hay más libertad en el modelo laico como 
el de la Unión Soviética, que uno confesional como el de Suecia?, 
¿no es acaso más confesional el oficialmente laico sistema estadouni-
dense, que el oficialmente confesional noruego?, etc. 
y es que, me parece, las clasificaciones atienden primariamente a 
las autodefiniciones -constitucionales- de cada respectivo Estado, y 




¿Significa algo, hoy en día, que una Carta constitucional haga 
una declaración expresa de la consideración de una concreta religión 
como la oficial de un Estado? Pienso que, en sí misma, poco signifi-
ca; no creo que tenga ninguna trascendencia jurídica el hecho de que 
el Estado se declare católico o anglicano o laico. Y es que, me parece, 
que tales declaraciones son de una inconcreción tal que, en la prácti-
ca, carecen de contenido. 
En ocasiones las declaraciones constitucionales de confesionali-
dad han pretendido tener un alcance jurídico -una eficacia- concre-
to, pero en esos campos tampoco ha servido de mucho a efectos del 
real diseño del modelo. La confesionalidad, en su grado puro, signifi-
ca sencillamente la identificación de valores estatales con valores re-
ligiosos, de tal manera que se produce algo así como una remisión del 
ordenamiento estatal al sistema religioso a efectos de determinar el 
contenido del fin del ordenamiento (la justicia). Lo único que ocurre 
en tales supuestos es que el orden religioso y el orden estatal son de 
naturaleza tan absolu tamente diversa que esa pretensión deviene im-
posible. En los tiempos recientes, y en el área geográfica en la que 
está inmersa España, uno de los intentos más claros de tratar de dar 
eficacia jurídica desde la Constitución a esa idea -la única posible, si 
lo pensamos bien- de confesionalidad ha sido el Principio II de la 
Ley de Principios del Movimiento Nacional. Como es bien sabido, el 
contenido normativo de ese Principio -en combinación con otros 
preceptos de la propia Ley- era básicamente el establecer como re-
quisito esencial de juridicidad de la norma su adecuación a los princi-
pios religiosos del catolicismo; la diversidad de magnitudes era tan 
evidente que, como resulta notorio, tal norma fue reiteradamente 
incumplida ante la imposibilidad de encontrar criterios adecuados de 
homologación. 
En definitiva, lo que pretendo poner de relieve es que, si con ca-
rácter general cabe sostener que los principios y normas constitucio-
nales deben sufrir el filtro concretizador -y deformante- de pasar 
a través de la legislación ordinaria, eso es mucho más así cuando nos 
referimos a los principios y normas constitucionales relativas al 
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Derecho eclesiástico, pues en este último caso, el grado de retórica y 
de abstracción es muy superior al habitual, que ya lo es y mucho. 
7. No es ésta la sede adecuada para exponer la complejidad téc-
nica que representa el referirse ''jurídicamente'' a los derechos funda-
mentales. Pero creo que sin entrar en ulteriores matizaciones se me 
admitirá que su contenido dista mucho de ser preciso. En este tipo de 
derechos, más que en ningún otro, el único procedimiento racional 
para precisar su alcance resulta ser el fijarlos límites del mismo, yel 
modo en que se puede "actuar" y "accionar" ese derecho. Pocos se-
rán los ordenamientos jurídicos vigentes que no proclamarán que son 
numerosos los derechos fundamentales de los que disfrutan los súb-
ditos de dichos ordenamientos, pero todos admitimos, sin más que 
una somera mirada a la realidad, que el alcance de los derechos 
fundamentales resulta ser muy diverso en cada ordenamiento. Y es 
que lo importante no es constatar la proclamación de éste o aquél de-
recho fundamental, sino el analizar cuáles son los modos de actua-
ción de ese derecho y los límites establecidos al mismo. 
Entre esos derechos públicos subjetivos exigibles erga omnes, que 
hemos dado en llamar derechos fundamentales, se encuentra la liber-
tad religiosa. Pocos son los ordenamientos jurídicos que no reconoz-
can tal derecho a sus súbditos; sin embargo, qué se entiende por liber-
tad religiosa en cada uno de ellos varía de un modo radical. Serán los 
modos en que se puede ejercer tal derecho y los límites establecidos 
al mismo lo que nos permitirá caracterizar los distintos sistemas en 
referencia al grado de protección de la libertad religiosa. 
Aunque algunas Constituciones hagan referencia a posibles lími-
tes a la libertad religiosa (v.gr.: el orden público como límite o el res-
peto a la confesionalidad del Estado), e incluso traten de concretar 
ese derecho fundamental en otros más específicos (v. gr.: no discrimi-
nación por razones religiosas o libertad de cultos), es claro que para 
encontrar un acabado esquema de límites y modos de ejercer ese 




El estudio. de la legislación o.rdinaria relativa a la libertad religio.-
sa -al Derecho. eclesiástico. si así se prefiere- es tarea ineludible si es 
que se pretende tipificar un sistema jurídico. teniendo. co.mo. punto. de 
referencia la protección de ese derecho.. 
Naturalmente no. co.ncluye el pro.ceso. de establecimiento. de lí-
mites y vías de actuación en el plano. de la legislación o.rdinaria. La li-
bertad religio.sa puede venir pro.clamada en un texto. co.nstitucio.nal; 
sus límites y co.ncreción (1) lo.s po.demo.s enco.ntrar en la legislación 
o.rdinaria; pero para to.mar el pulso. al sistema será necesario. analizar 
o.tro.s aspecto.s: cuál es la sociedad en la que calan esas no.rmas, en 
qué mo.do. lo.s "po.deres público.s" actúan, etc. 
8. No. hace falta ser un experto. en materias so.cio.lógicas, jurídi-
cas o. históricas, para advertir que en la última década se ha pro.duci-
do. en España un impo.rtante cambio.. Sin restar mérito.s -o. achacar 
culpas; que to.do. es o.pinable- a lo.s "po.lítico.s", ni o.bviar razo.nes pu-
ramente bio.lógicas que explican el ago.tamiento. de un sistema, creo. 
que el principal cambio. detectable en la España de ho.y co.n respecto. 
a la de hace do.s lustro.s es el puro. cambio. so.cial: la so.ciedad es muy 
distinta: la pirámide po.blacio.nal es muy diversa, las estructuras fa-
miliares se han alterado, lo.s "valo.res" so.ciales se han transfo.rmado., 
etc. Co.mo. ya he señalado. indirectamente en varias o.casio.nes a lo. lar-
go. de este escrito., la impo.rtancia de las no.rmas jurídicas a la ho.ra de 
regular las reales relacio.nes so.ciales es muy inferio.r a la que co.n fre-
cuencia le atribuimo.s lo.s juristas. Independientemente de lo.s cambio.s 
po.lítico.s y jurídico.s, la so.ciedad españo.la actual actúa de o.tro. mo.do. 
que la so.ciedad de lo.s setenta; la so.ciedad es o.tra. Las principales 
no.rmas del o.rdenamiento. jurídico. mercantil (Código. de Co.mercio., 
Ley de So.ciedades Anónimas, etc.) no. han sufrido. alteracio.nes pro.-
fundas y, sin embargo., el tráfico. mercantil funcio.na de mo.do. muy 
l. Para la idea de "concreción" de la libertad religiosa puede verse mi Concreciones y 
protección de la libertad religiosa, "Cuadernos de la Facultad de Derecho. Universitat de le. 
llles BaJears", 14, 1986, págs. 69-81. 
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diverso; la legislación penal relativa a materias sexuales no se ha 
modificado de ' modo llamativo y, sin embargo, las manifestaciones 
sociales en tal ámbito son diversas, etc. El primer gran "cambio" 
de España de esta década es el cambio social. Pero no es función del 
jurista el analizar ese cambio, aunque sí el ser consciente de su exis-
tencia. 
Admitiría sin problemas que el segundo gran cambio es el políti-
co, pero añadiría alguna matización a esa generalizada tesis. Sin ana-
lizar los procesos, sino los resultados, el cambio político podría expli-
carse en base al cambio social y tendría su reflejo en el cambio del 
ordenamiento, de tal manera que no tendría una sustantividad pro-
pia, pues sería una pura consecuencia (del cambio social) y una pura 
causa (del cambio del ordenamiento); pero sin entrar en esa vía de ra-
zonamiento cabe admitir de plano que tal cambio se ha producido. 
Ahora bien; ¿en qué ha consistido? Me parece que cabe hablar de 
cambio político cuando se produce una substancial alteración de los 
titulares concretos del poder político o, por decirlo de un modo más 
exacto, cuando se produce una mutación de aquellos que ocupan los 
máximos oficios que conforman la estructura organizativa del Esta-
do. Eso se ha producido en España. Para algunos el cambio radica en 
el modo de selección de los titulares de esos oficios (democracia); pa-
ramÍ, y olvidando valoraciones éticas o morales, lo importante es el 
cambio efectivo de la titularidad, no del modo de selección. Otras 
personas ejercen el poder, por lo tanto, elpoder es ejercido de otro 
modo. Pero ante esa cuestión el jurista no puede limitarse sino a to-
mar nota; no es su objeto de análisis . 
. El tercer gran cambio en España viene siendo -mucho más 
lento- el del ordenamiento. Sea cual fuere la posición que se susten-
te a propósito de la relación entre sociedad y Derecho o acerca de las 
conexiones entre poder y ordenamiento jurídico, es claro que unos 
tan profundos cambios políticos y sociales como los acaecidos en la 
más reciente Historia de España, deben implicar necesariamente un 
cambio en el ordenamiento. Y es claro que tal cambio se ha produci-
do en una importante medida al menos desde un punto de vista 
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formal. El antiguo sistema de Leyes Fundamentales ha sido sustitui-
do por una Constitución y la promulgación de esta última puso nece-
sariamente en marcha un proceso de reforma de buena parte de algu-
nos de los principales cuerpos normativos. No conviene sin embargo 
el admitir de plano que esa reforma ha sido muy profunda; por lo 
que se refiere a los contenidos tal afirmación no puede hacerse sin 
un previo estudio de las dos regulaciones, pues resulta perfectamente 
posible que una disposición legislativa sustituya a otra, pero que sin 
embargo sus contenidos sean muy similares si no idénticos; pero es 
que, además, nos encontramos con que perviven -parcialmente 
reformados, eso sí- textos normativos con antigüedades de décadas: 
Código Civil, Código de Comercio, Código Penal, Ley de Enjuicia-
miento Civil, Ley de Enjuiciamiento Criminal, etc. Por lo tanto no 
creo que se pueda considerar como un axioma inamovible la idea de 
que se ha producido un profundo cambio del ordenamiento; eso debe 
ser demostrado. Ciertamente es en esa demostración, o refutación, 
donde el jurista tiene una función que desempeñar. No se si es útil o 
no el tratar de calibrar la profundidad del cambio normativo en nues-
tro país en la última década, pero si esa calibración debiera ser he-
cha, correspondería sin duda, tal tarea, al jurista. Será lo que se hará 
más adelante en una parcela de nuestro ordenamiento. 
9. Procuro no ceder al reciente e italianizante mito de la consi-
deración del Derecho eclesiástico como legislatz"o Hbertatis [Cedo 
con gusto a ese mito por lo que se refiere al Derecho Eclesiástico, 
pero eso es una opción política]; pero ello no obsta para que reco-
nozca sin embages que una parcela principalísima de dicha rama del 
ordenamiento viene conformada por las normas reguladoras de la 
libertad religiosa. 
Un rápido repaso por el sistema de Derecho eclesiástico español 
actual (2) y su comparación con el vigente en épocas anteriores 
2. En colaboración con Luis PRIETO SANCHIS, he tratado de realizar ese repaso en 
Leccion.es de Derecho Eclesiástico, segunda edición, Madrid, 1987. 
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(3) pennite admitir que en ténninos generales se ha producido un 
cambio de cierta profundidad en las cuestiones relativas al Derecho 
eclesiástico; ahora bien, el cambio se ha producido con una extraor-
dinaria lentitud, como se comprueba si se analizan períodos cortos de 
nuestra reciente historia, en las que las cosas no parecen cambiar un 
ápice (4), o si se estudia alguna parcela concreta, en el que profundas 
refonnas legislativas no parecen alterar el modelo hacia las metas pre-
sumiblemente propuestas (5). La tarea de alterar el ordenamiento en 
la parcela relativa a la libertad religiosa dista mucho de ser fácil y no 
sólo por la "evanescencia" del propio concepto (6), si no por la esca-
sa voluntad de los destinatarios de la norma de que las cosas se alte-
ren, así como por una cierta impericia del "poder estatal" en esas 
materias. 
Probablemente lo primero que sorprendería a un observador del 
actual sistema de Derecho eclesiástico al compararlo con el de hace 
una década -e incluso dos- sería que encontraría un esquema nor-
mativo prácticamente idéntico: Unas nonnas constitucionales, unos 
textos concordados con la Santa Sede y una ley específica para regu-
lar la libertad religiosa Se me dirá que poca relavancia tiene el hecho 
de que ese' esquema perviva, pues lo importante son los contenidos, 
no puedo extendenne en mi tesis, por lo demás desarrollada en otras 
sedes, pero entiendo que en ese esquema hay ya un contenido: la 
idea de que la Iglesia católica tiene un marco nonnativo específico. 
3. He intentado realizar esa comparación de un modo muy somero en mi Factor re-
ligioso y sociedad divil en EsPaña. (El Camino hacia la libertad religiosa), Jerez de la Fronte-
ra, 1985. 
4. Referido a una parcela, puede verse mi Iglesia-Estado en España hoy, "Anuario 
de Derecho Eclesiástico del Estado", 11,1986, págs. 357-381. 
5. En referencia, por ejemplo, a la enseñanza pueden verse mis La libertad de crea-
ción de centros docentes en España, "Quaderni di diritto e politica ecclesiastica", 3, 1986, 
págs. 121-140 y Una opinión sobre la libertad de enseñanza, "Revista Jurídica de Castilla-
La Mancha", 1, 1987, págs. 55-66; en referencia a la asistencia religiosa alas Fuerzas Arma-
das aludí a la cuestión en mi Asistencia religiosa y Fuerzas Armadas, en Libertades públi-
cas y Fuerzas Armadas, Madrid, 1985, págs. 513-554, yen mi Religión y Ejército, "Cuader-
nos de la Facultad de Derecho_ Universidad de Palma de Mallorca", 7, 1984, págs. 147-154. 
6. Me he referido a esa "evanescencia" en Contenido del derecho de libertad religiosa 
en el Derecho esPañol, "La Ley", 763, 1984, págs. 1-3; La libertad religiosa como derecho . 
fundamental, "Anuario de Derechos Humanos", 3,1984-85, págs. 163-174;El contenido de 
libertad religiosa, "Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado", 1, 1985, págs. 353-362. 
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Ahora bien, olvidando ese similar esquema, algunos deducirán de 
la pura lectura de los textos constitucionales actuales y de los vigen-
tes hace una década que el sistema de Derecho eclesiástico ha tenido 
que variar radicalmente, pues las soluciones constitucionales así lo 
han hecho. Se podría decir que en el punto fundamental -la confe-
sionalidad- se ha producido un giro copernicano, y que se ha pasado 
de una declaración expresa de confesionalidad católica, a una decla-
ración, también expresa, de no confesionalidad estatal; ¿cabe mayor 
cambio? Ya expresé anteriormente cómo, desde mi punto de vista, 
las declaraciones de confesionalidad -o de no confesionalidad- se 
mueven en el campo de las declaraciones retóricas sin ningún conte-
nido normativo; señalé también cómo, desde mi punto de vista, lo 
que permite clasificar un sistema de Derecho eclesiástico en una u 
otra categoría no son esas declaraciones retóricas, sino la regulación 
específica del derecho de libertad religiosa. Pues bien, si damos lectu-
ra al artículo 16 de la Constitución de 1978 y al artículo 6 del Fuero 
de los Españoles, tras su reforma de 1967, comprobaremos que en 
ambos preceptos se produce la asunción a nivel constitucional de la 
necesidad de proteger el Derecho de libertad religiosa. Por lo tanto, y 
a nivel de principios constitucionales, se produce una pervivencia del 
dato básico para clasificar un modelo de Derecho eclesiástico (7). 
Ahora bien, también indiqué anteriormente que las declaraciones 
constitucionales de derechos fundamentales tienen escasa relevancia 
jurídica práctica; lo importante, se dijo, es el fijar los contenidos del 
referido derecho (límite) y los modos en que se podía actuar el mis-
mo (concreciones); señalé, también, cómo eso es especialmente así en 
un caso como el que nos ocupa en el que la inconcreción del derecho 
es prácticamente absoluta -si se proclama,el derecho fundamental de 
asociación, ello implica que, con todas las limitaciones que se quie-
ran (autorización expresa, límite de los fines, límite del número de 
7. A esa pervivencia de principios me he referido en mi Diez años después de la 
Constitución: ¿Un nuevo modelo de Derecho eclesiástico?, en prensa para la "Revista 
Jurídica de Castilla-La Mancha". 
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miembros, controles, etc.), existe la posibilidad de que algunos ciu-
dadanos constituyan una asociación; lo mismo ocurre con la libertad 
de reunión, de expresión,. etc., pero ¿cuál es el contenido mínimo 
del derecho de libertad religiosa?, pienso que ninguno-o Pues bien, 
tanto el legislador preconstitucional como el postconstitucional han 
optado por fijar el contenido y el modo de actuar de nuestro derecho 
a través de una específica disposición normativa. Así que, si quere-
mos realizar un análisis comparado de los modelos de Derecho ecle-
siástico vigente en la actualidad y hace una década, y queremos com-
probar en qué medida se ha producido el "cambio" en el sistema de 
Derecho eclesiástico español, no podremos por menos de comparar 
los textos legislativos concretizadores de las respectivas declaraciones 
constituciones acogedoras del derecho fundamental de libertad reli-
giosa: las respectivas Leyes de libertad religiosa. 
Ahora bien, al igual que yo he recordado ahora anteriores afirma-
ciones mías que abrían este trabajo, algún lector podría recordar otra 
de ellas que invalidaría mi subsiguiente trabajo: no cabe detener el 
análisis en el plano de la legislación ordinaria, pues en niveles inferio-
res de la pirámide normativa es donde encontramos el Derecho real-
mente aplicado y, consecuentemente, la definición última del dere-
cho de libertad religiosa. Esa hipotética objeción de mi hipotético 
lector es irreprochable. Sólo puedo aducir razones de realismo y no 
científicas para justificar mi actitud. 
En mi conocimiento no existe ningún intento de realizar el análi-
sis propuesto desde un punto de vista jurídico. Existen, y numerosos, 
estudios sociológicos, que tratan de poner de relieve el cambio social 
en esa materia; pero no parece que haya aparecido el jurista -e 
historiador del Derecho- con interés de reali~ar ese trabajo. Cuando 
ese trabajo se acometa, deberán de tenerse en cuenta los datos socio-
lógicos, las decisiones jurisprudenciales, las actuaciones administrati-
vas, los desarrollos normativos de la administración de las disposicio-
nes legislativas, etc., pero habrá de tener en cuenta los datos pura-
mente legislativos. Mi única pretensión es esa: colaborar en una 
parcela mínima a la realización de ese trabajo que está por hacer, y 
que yo no estoy en condiciones de acometer en su plenitud en el 
momento actual. Pero entremos ya en materia. 
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10. El objeto último de este escrito no es otro que el de tratar de 
realizar el análisis comparado de dos textos legislativos. Tanto el ré-
gimen franquista, como el actual sistema político español optaron en 
un momento preciso por concretar el contenido y regular el ejerci-
cio del derecho de libertad religiosa reconocido constitucionalmente, 
mediante sendas leyes reguladoras del mismo. Así pues, el objeto de 
nuestro análisis vendrá constituido por la Ley de Libertad Religiosa 
de 28 de junio de 1967 [L.L.R.] (8) Y la Ley Orgánica de Libertad 
Religiosa [L.O.L.R.] (9). Trece años separan a esas dos Leyes; no es 
un período demasiado extenso para justificar grandes cambios; sin 
embargo es un período, en teoría, de profundos cambios en España, 
y veremos en qué medida ellos han generado, o no, una profunda 
alteración en la regulación de la libertad religiosa. 
Detendremos nuestro análisis en ese punto. Soy plenamente cons-
cien te que ello hará pecar al presente estudio de parcialidad, pues es 
claro que la auténtica libertad religiosa vivida en España en esas fe-
chas no depende sólo de las respectivas Leyes. Soy consciente de que 
ha habido textos normativos de desarrollo de esas Leyes; sé que su 
aplicación ha dependido de la sociedad a la que iban dirigidas; conoz-
co que el modo de ejercicio del poder se ha alterado y, consecuente-
mente, la aplicación de la norma vendrá condicionada por dicho fac-
tor; tampoco me resulta extraño que la jurisprudencia debería ser 
analizada para tener un cuadro completo. Pero renuncio a todo ello 
en aras del realismo. 
Renunciaré, incluso, a tener en cuenta las diversas opiniones doc-
trinales, es decir, no acudiré a la doctrina científica, y ella sólo estará 
presente en estas páginas en la medida en que haya influido en con-
formar mi propio pensamiento. Pero mi renuncia a acudir a la doc-
trina científica no será absoluta; habrá una excepción, también 
8. La documentación relativa al proceso de elaboración de dicha Ley puede encon-
trarse en DE LA HERA, Alberto, Pluralismo 'Y Libertlld religiosa, Sevilla, 1971, págs. 95-
227. 
9. La documentación relativa al proceso de elaboración de dicha Ley puede encon-
trarse en el volumen Ley Orgánica de Libert4d Religiosa. Trabajos ParllJf7lent4rios, Madrid, 
1981. 
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por puro realismo, a esa regla general. No me considero un especialis-
ta en ninguno de los dos textos que voy a analizar -mi vocación no 
es la de conocer leyes, sino la de conocer (rectius: intuir) sistemas-; 
sé que un mínimo de elaboración doctrinal es necesaria para com-
prender el alcance de un texto legislativo; bien podría yo acometer 
ahora el esfuerzo constructivo de realizar un completo análisis doc-
trinal de ambos textos normativos, pero me parece un esfuerzo inú-
til, pues ya ha sido realizado por otros, así que, cuando sea necesario, 
acudiré a esa doctrina. Más concretamente: ceñiré mi "aparato doc-
trinal" a dos libros destinados a analizar cada uno de ellos una de 
esas Leyes: el libro de Gustavo SUAREZ PERTIERRA (10) Y el de 
María José C lA U R R IZ (11), obras que me parecen redactadas desde 
una óptica objetiva y que analizan las respectivas leyes de 1967 y 
1980. 
11. Probablemente el modo más gráfico de detectar analogías y 
diferencias entre ambos textos normativos será el transcribirlos a do-
ble columna, tratando de casar las diversas regulaciones teniendo 
como punto de referencia la unicidad del objeto; eso es lo que se 
hace seguidamente. 
10. Libertad religiosa 'Y confesionalidad en el ordenamiento jurídico español, Editorial 
Eset. Seminario Diocesano, Vitoria, 1978, XIV + 178 páginas. Con prólogo de Alfonso 
PRIETO PRIETO (pág. VII-IX) [En adelante: SUAREZ~ 
11. La libertad religiosa en el Derecho españoL La Ley Orgánica de Libertad religiosa, 
Tecnol, Madrid, 1984, 270 páginas. Con prólogo de Pedro LOMBARDIA (págs. 111-21). 
[En adelante: CIAURRIZ~ Puede verse mi recensión a ele libro en "Revista de Derecho 
Público", segunda época, 102, 1986, págs. 245-249. 
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LEY DE 1967 
El precepto de la Ley de rango fun-
damental de 17 de mayo de 1958, se-
gún el cual la doctrina de la Iglesia Ca-
tólica inspirará en España su legisla-
ción, constituye fundamento muy sóli-
do de la presente ley. 
Porque, como es bien sabido, el 
Concilio Vaticano 11 aprobó, en 7 de 
diciembre de 1%5, su Declaración so-
bre la libertad religiosa, en cuyo núme-
ro 2 se dice que el derecho a esta li-
bertad, "fundado en la dignidad misma 
de la persona humana, ha de ser reco-
nocido en el ordenamiento jurídico 
de la Sociedad, de forma que llegue a 
convertirse en un derecho civil". 
Después de la Declaración del Vati-
cano 11 surgió la nec.esidad de modifi-
car el artículo 6° del Fuero de los Es-
pañoles por imperativo del principio 
fundamental del Estado español de 
que queda hecho mérito. 
Por eso en la Ley Orgánica del Es-
tado de 10 de enero de 1967 se modi-
fica en la Disposición adicional prime-
ra el artículo 6° del Fuero de los Es-
pañoles, que queda redactado en los 
siguientes términos: "La profesión y 
práctica de la religión católica, que 
es la del Estado español, gozará de la 
protección oficial. El Estado asumirá 
la protección de la libertad religiosa, 
que será garantizada por una eficaz 
tutela jurídica que a la vez salvaguarde 
la moral y el orden pú blico". 
Siendo muy de notar que la nueva 
redacción había merecido previamente 
la aprobación de la Santa Sede. 
Reformado el Fuero de los Españo-
les por la aprobación de la Ley Orgáni-
ca del Estado, ha quedado expedito el 
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camino para que en el ordenamiento 
jurídico de la sociedad española se in-
serte el derecho civil de libertad reli-
giosa, garantizado por una eficaz tute-
la jurídica que a la vez salvaguarde la 
moral, el orden público y el recono-
cimiento especial que en aquel ordena-
miento jurídico se atribuye a la reli-
gión católica. 
En su virtud, y de conformidad con 
la Ley aprobada por las Cortes Españo-
las, vengo a sancionar: 
Art. 1-1. El Estado español reconoce el 
derecho de libertad religiosa fundado 
en la dignidad de la persona humana y 
asegura a ésta, con la protección ne-
cesaria, la inmunidad de toda coacción 
en el ejercicio legítimo de tal derecho. 
Art. 1-2. La profesión y práctica priva-
da y pública de cualquier religión será 
garantizada por el Estado sin otras li-
mitaciones que las establecidas en el 
artículo 2° de esta Ley. 
Art. 1-3. El ejercicio del derecho a la 
libertad religiosa, concebido según la 
doctrina católica, ha de ser compatible 
en todo caso con la confesionalidad 
del Estado español proclamada en sus 
Leyes Fundamentales. 
Art. 2-1. El derecho a la libertad reli-
giosa no tendrá más limitaciones que 
las derivadas del acatamiento a las Le-
yes; del respeto a la Religión católica, 
que es la de la Nación española, y a las 
otras confesiones religiosas; a la moral, 
Art. 1-1. El Estado garantiza el de-
recho fundamental a la libertad reli-
giosa y de culto, reconocido en la 
Constitución, de acuerdo con lo 
prevenido en la presente Ley Orgá-
ca. 
Art. 2-1-0. La libertad religiosa y de 
culto garantizada por la Constitu-
ción comprende, ... el derecho de 
toda persona a: Profesar las creen-
cias religiosas que libremente elija. 
Art. 2-1-b. [La libertad religiosa 
comprende] Practicar los actos de 
culto y recibir asistencia religiosa 
de su propia confesión ... 
Art. 1-3. Ninguna confesión tendrá 
carácter estatal. 
Art. 3-1. El ejercicio de los dere-
chos dimanantes de la libertad reli-
giosa y de culto tiene como único 
límite la protección del derecho de 
los demás al ejercicio de sus liberta-
des públicas y derechos fundamen-
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a la paz y a la convivencia públicas ya 
los legítimos derechos ajenos, como 
exigencias del orden público. 
Art 2-2. Se consideran actos especial-
mente lesivos de los derechos recono-
cidos en esta Ley aquellos que, de al-
gún modo, supongan coacción física o 
moral, amenaza, dádiva o promesa, 
captación engañosa, perturbación de 
la intimidad personal o familiar y 
cualquier otra forma ilegítima de per-
suasión con el fm de ganar adeptos pa-
ra una determinada creencia o confe-
sión o desviarlos de otra. 
Art. 3. Las creencias religiosas no cons-
tituirán motivo de desigualdad de los 
españoles ante la Ley. 
Art 4-1. Todos los españoles con inde-
pendencia de sus creencias religiosas, 
tienen derecho al ejercicio de cualquier 
trabajo o actividad, así como a desem-
peñar cargos o funciones públicas se-
gún su mérito o capacidad, sin otras 
excepciones que las establecidas en 
Leyes Fundamentales o normas con-
cordadas. 
Art. 4-2. La enseñanza de la religión 
habrá de ser impartida en todo caso 
por quienes profesen la creencia de 
que se trata. 
Art 5-1. Las instituciones, entidades o 
empresas de cualquier índole, públicas 
o privadas, deberán adoptar, sin perjui-
cio de la disciplina general y de las 
disposiciones laborales en vigor, las 
medidas que permitan a q~ienes for-
men parte de la misma o dependan de 
ellas, cumplir normal y voluntariamen-
te sus deberes religiosos. 
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tales, así como la salvaguardia de la 
seguridad, de la salud y de la mora-
lidad pública, elementos constitu-
tivos del orden público protegido 
por la Ley en el ámbito de una so-
ciedad democrática. . 
Art. 2-2. ... [La libertad religiosa 
comprende] con la consiguiente 
inmunidad de coacción [los dere-
chos específicos en que se concre-
ta]. 
Art. 1-2. Las creencias religiosas no 
constituirán motivo de desigualdad 
o discriminación ante la Ley ... 
Art 1-2 .... No podrán alegarse mo-
tivos religiosos para impedir a nadie 
el ejercicio de cualquier trabajo o 
actividad o el desempeño de cargos 
o funciones públicas. 
Art. 2-1-b . ... [La libertad religiosa 
comprende] conmemorar sus festi-
vidades ... 
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Art. 5-2. En las Fuerzas Annadas no se 
impondrá la asistencia a los actos de 
culto, salvo que se trate de actos de 
setvicio, a quienes hagan constar su 
acatolicidad al ingresar en aquéllas. 
Análogo régimen se obsetvará en los 
establecimientos penitenciarios. 
Art. 5-3. Cuando por imperativo legal 
se requiera la prestación de juramento, 
éste será prestado por lo no católicos 
en fonna compatible con sus con-
vicciones en materia religiosa, median-
te la fónnula que se establezca y con 
idéntica fuerza de obligar. 
Art 6-1. Confonne a lo dispuesto en el 
artículo 42 del Código civil, se autori-
zará el matrimonio civil cuando ningu-
no de los contrayentes profese la reli-
gión católica, sin perjuicio de los ritos 
o ceremonias propios de las distintas 
confesiones no católicas que podrán 
celebrarse antes o después del matri-
monio civil en cuanto no atenten a la 
moral o a las buenas costumbres. 
Art. 6-2. Quienes hubieran sido orde-
nados in sacris o estén obligados con 
voto solemne de castidad dentro de la 
Iglesia católica no podrán contraer ma-
trimonio sin dispensa canónica, con-
fonne a lo dispuesto en el artículo 83, 
número 4 del Código civil. 
Art. 7-1. El Estado reconoce a la fami-
lia el derecho de ordenar libremente su 
vida religiosa bajo la dirección de los 
padres, y a éstos, la facultad de deter-
minar, según sus propias convicciones, 
la educación religiosa que se ha de dar 
a sus hijos. 
Art 2-1-b . ... [La libertad religiosa 
comprende] no ser obligado a prac-
ticar actos de culto o a recibir asis-
tencia religiosa contraria a sus con-
vicciones personales. 
Art. 2-1-a. ... [La libertad religiosa 
comprende el derecho a] manifestar 
libremente sus propias creencias re-
ligiosas o la ausencia de las mismas, 
o abstenerse de declarar sobre ellas. 
Art 2-1-b. . .. [La libertad religiosa 
comprende] celebrar sus ritos ma-
trimoniales ... 
Art 2-1-c. . .. [La libertad religiosa 
comprende] elegir para sí, y para las 
menores no emancipados e incapa-
citados, bajo su dependencia, den-
tro y fuera del ámbito escolar, la 
educación religiosa y moral que esté 




Art. 7-2. Se reconoce asimismo el de-
recho a los padres a elegir libremente 
los centros de enseñanza y los demás 
medios de formación para sus hijos. 
Art. 7-3. Los alumnos de los centros 
docentes no estarán obligados a reci-
bir enseñanza de una religión que no 
profesen, para lo cual habrán de solici-
tarlo los padres o tutores si aquéllos 
no estuvieren emancipados legalmente. 
Art. 7-4. La enseñanza de los centros 
del Estado se ajustará a los principios 
del dogma y de la moral de la Iglesia 
católica. 
Art. 8-1. Todos los españoles tienen 
derecho a recibir sepultura conforme a 
sus convicciones religiosas. Se tendrá 
en cuenta sus disposiciones, si las hu-
biere, siempre que sean compatibles 
con el orden público y las normas sani-
tarias vigentes. 
Art. 8-2. Las asociaciones confesiona-
les no católicas podrán solicitar la ad-
quisición y habilitación de cementerios 
propios en aquellos municipios donde 
tengan una sección local anotada en el 
Registro a que se refiere el artículo 36. 
Art. 8-3. En los cementerios municipa-
les se habilitará, cuando sea necesario, 
un recinto adecuado para que los no 
católicos puedan recibir sepultura dig-
na conforme a sus convicciones en ma-
teria religiosa. 
Art. 9-1. La libertad religiosa ampara 
el derecho de los individuos y de las 
asociaciones confesionales legalmente 
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Art. 2-3. Para la aplicación real y 
efectiva de estos derechos, los pode-
res públicos adoptarán las medidas 
necesarias para facilitar ... la forma-
ción religiosa en centros docentes 
públicos. 
Art. 2-1-b. . .. [La libertad religiosa 
comprende) recibir sepultura digna, 
sin discriminación por motivos 
religiosos ... 
Art. 2-1-c. .., [La libertad religiosa 
comprende) recibir e impartir ense-
ñanza e información religiosa de 
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reconocidas a no ser impedidos en la 
enseftanza, de palabra y por escrito, de 
su fe, dentro de los límites estableci-
dos en el artículo 2° de esta Ley. 
Art. 9-2. Las publicaciones confesiona-
les no católicas que se editen con arre-
glo a la Ley de Prensa e Imprenta y de-
más diposiciones vigentes, y las que le-
galmente se importen del extranjero, 
podrán ser difundidas en la medida en 
que no violen los límites mencionados 
en el párrafo anterior. En dichas publi-
caciones deberá constar la asociación 
que las edite y la confesión que difun-
dan. La núsma identificación conten-
drán los artículos u objetos de signifi-
cación religiosa no católica que sean 
distribuidos o vendidos. 
Art. 10. El derecho de reunión y aso-
ciación con fmes religiosos se ejercerá 
por los espaftoles no católicos de 
acuerdo con lo establecido en la 
presen te Ley. 
Art. 11-J. El derecho de reunión a que 
se refiere el artículo anterior podrá 
ejercitarse, sin necesidad de previa 
autorización gubernativa, en los luga-
res dedicados al culto, en los recintos 
correspondientes de los cementerios 
con ocasión de los entierros y en los 
locales debidamente autorizados de las 
asociaciones confesionales no católi-
cas. 
Art. 11-2. En los demás casos, para las 
reuniones confesionales no católica se-
rá necesaria la previa autorización del ' 
Gobernador civil de la provincia, que 
la concederá cuando la petición esté 
justificada por su finalidad religiosa, 
toda índole, ya sea oralmente, por 
escrito o por cualquier otro pro-
cedinúento. 
Art. 2-2. ... [La libertad religiosa 
comprende el derecho] a divulgar y 
propagar su propio credo. 
Art. 2-1-d. [La libertad religiosa 
comprende] reunirse o manifestarse 
públicamente con fmes religiosos y 
asociarse para desarrollar comunita-
riamente sus actividades religiosas 
de conformidad con el ordena-
miento jurídico general y lo estable-
cido en la presente Ley Orgánica. 
Art. 6-2. Las Iglesias, Confesiones y 
Comunidades religiosas podrán 
crear y fomentar, para la realización 
de sus fines, Asociaciones, Funda-
ciones e Instituciones con arreglo 
a las disposiciones del ordenamien-
to jurídico general. 
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haya sido formulada en el plazo y 
forma que reglamentariamente se de-
termine y no contradiga las exigencias 
del orden público. 
Art. 12. Los extranjeros no católicos 
residentes o transeúntes en España go-
zarán en materia religiosa de los mis-
mos derechos y deberes que a los es-
pañoles se reconocen en la presente 
Ley, en cuanto les sea de aplicación. 
Art. 13-1. El reconocimiento legal en 
España de las confesiones religiosas 
no católicas podrá solicitarse median-
te su constitución en asociaciones con-
fesionales con arreglo al régimen esta-
blecido en la presente Ley. 
Art. 13-2. Este reconocimiento tiene 
por objeto permitir y garantizar a las 
Asociaciones confesionales no católi-
cas el ejercicio de las actividades que 
les son propias. 
Art. 13-3. Dichas Asociaciones se regi-
rán por sus propios Estatutos en cuan-
to no se opongan a lo establecido en 
esta Ley. 
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Art. 6-1. Las Iglesias, Confesione! 
y Comunidades religiosas inscrita! 
tendrán plena autonomía y podráIl 
establecer sus propias normas de oro 
ganización, régimen interno y régi· 
men de su personal. En dichas nor· 
mas, así como en las que regulen la! 
instituciones creadas por aquélla! 
para la realización de sus fmes, po-
drán incluir cláusulas de salvaguar. 
da de su identidad religiosa y carác· 
ter propio, así como el debido res-
peto a sus creencias, sin perjuicio 
del respeto de los derechos y libero 
tades reconocidos por la Constitu· 
ción, y en especial de las de libero 
tad, igualdad y no discriminación. 
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Art. 14. Las Asociaciones confesiona-
les no católicas adquirirán personali-
dad jurídica mediante su inscripción 
en el Registro a que se refiere el artícu-
lo 36 de esta Ley. 
Art. 15-1. La petición de reconoci-
miento de una asociación confesional 
no católica deberá ser formulada ante 
el Ministerio de Justicia. 
Art. 15-2. Para el reconocimiento y 
consiguiente inscripción de una asocia-
ción confesional no católica en el Re-
gistro a que se refiere el artículo 36 
deberán acreditar los extremos si-
guientes: 
a) Confesión religiosa a la que per-
tenece. 
b) Denominación de la asociación 
que se constituye. 
c) Domicilio social. 
d) Personas residentes en España 
que la representen, con expresión de 
su nacionalidad y circunstancias perso-
nales. Tres de ellas, como mínimo, de-
berán tener la nacionalidad española. 
e) Estatutos a los que se determi-
nen con precisión sus fmes, órganos 
rectores y esquema de su orgailización. 
f) Patrimonio inicial de constitu-
ción, bienes inmuebles y recursos eco-
nómicos previstos. 
Art. 15-3. Cualquier alteración de las 
circunstancias expresadas en el núme-
ro 2 de este artículo deberá ser comu-
nicada al Ministerio de Justicia a los 
efectos que procedan. 
Art. 15-4. El reconocimiento e inscrip-
ción en el Registro sólo podrán ser de-
negados cuando no se acrediten los ex-
Art. 5-1. Las Iglesias, Confesiones y 
Comunidades religiosas y sus Fede-
raciones gozarán de personalidad ju-
rídica una vez inscritas en el corres-
pondiente Registro público ... 
Art. 5-2. La inscripción se practica-
rá en virtud de solicitud, acompaña-
da de documento fehaciente en el 
que conste su fundación o estable-
cimiento en Espalia, expresión de 
sus fines religiosos, denominación 
y demás datos de identificación, ré-
gimen de funcionamiento y órganos 
representativos, con expresión de 
sus facultades y de los requisitos 
para su válida designación. 
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tremos exigidos o se vulnere alguno de 
los preceptos de esta Ley. 
Art. 16. El Ministerio de Justicia 
comunicará al Ministerio de la Gober-
nación, para su debido conocimiento y 
demás efectos legales, tanto la consti-
tución como la disolución de las Aso-
ciaciones confesionales no católicas. 
Art. 17-1. Las Asociaciones confesio-
nales no católicas llevarán un registro 
de todos sus miembros para la inscrip-
ción de las altas y bajas, así como los 
oportunos libros de contabilidad. 
Art 17-2. Tanto el registro de miem-
bros como los libros de contabilidad 
serán originariamente habilitados y 
anualmente sellados por la Autoridad 
administrativa competente. 
Art. 17-3. El registro de miembros y 
los libros de contabilidad de las Aso-
ciaciones confesionales no católicas 
podrán ser examinados por la Autori-
dad gubernativa, contando con el con-
sentimiento de sus órganos de gobier-
no o con el oportuno mandamiento 
judicial. 
Art. 18-1. Las asociaciones confesio-
nes no católicas podrán recibir bienes 
a título gratuito y organizar colectas 
entre sus miembros, siempre que los 
bienes y recursos obtenidos se conta-
bilicen en los libros y queden afectos 
a los fines estatutarios de la asociación. 
Art. 18-2. A tal efecto, las citadas aso-
ciaciones deberán comunicar al Minis-
terio de Justicia, con la periodicidad 
que reglamentariamente se determine, 
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las donaciones que reciban y su desti-
no, y presentar anualmente a dicho 
Departamento su presupuesto de gas-
tos e ingresos y el balance que refleje 
su situación económica. Al cierre de 
cada ejercicio presentarán asimismo la 
liquidación del presupuesto. 
Art. 18-3. Si el Ministerio de Justicia 
considera que el destino dado a los bie-
nes no coincide con el régimen estable-
cido en esta ley o se ha alterado la con-
tabilidad, podrá en el plazo de un mes 
decretar la suspensión de las activida- ' 
des de la asociación, sin perjuicio de 
los recursos que procedan conforme a 
esta Ley. 
Art. 19. Las asociaciones confesionales 
no católicas podrán solicitar del Minis-
terio de Justicia, que recabará el opor-
tuno informe del Gobernador civil de 
la provincia, la anotación en el Regis-
tro de secciones locales cuando se acre-
dite que cuentan con unnÚInero de 
miembros residentes en la localidad 
que las justifique. 
Art. 20. En caso de disolución de una 
Asociación · confesional no católica se 
dará a sus bienes la aplicación que 
los Estatutos les hubiesen asignado. Si 
nada se hubiere establecido, los bienes 
se aplicarán a la realización de fines 
benéficos. 
Art. 21-1. Podrá practicarse libremente 
el culto público y privado de los tem-




Art. 21-2. La celebración de actos de 
culto fuera de dichos templos o lugares 
deberá ser comunicada con suficiente 
antelación al Gobernador civil de la 
provincia. No se autorizarán estos ac-
tos cuando contradigan el respeto de-
bido a la Religión católica, a las otras 
confesiones o a las exigencias del or-
den público. 
Art 22. Las Asociaciones confesiona-
les no católicas tienen el derecho de es-
tablecer los lugares de culto y demás 
Centros que sean necesarios para el 
seIVicio y la formación religiosa de 
los miembros de la confesión respecti-
va. A tal efecto lo solicitarán del Mi-
nisterio de Justicia, detallando en la 
solicitud el emplazamiento y las carac-
terísticas de los edificios, así como los 
símbolos y denominaciones expresivos 
de su confesionalidad. 
Art .. 23. Todos los lugares de culto de-
bidamente autorizados tienen garanti-
zada su inviolabilidad con arreglo a las 
Leyes. 
Art. 24. Las asociaciones confesiones 
no católicas podrán fijar carteles en el 
exterior de los locales debidamente au-
torizados y publicar anuncios indican-
do los horarios y locales de sus cultos 
y reuniones en la medida adecuada a 
las necesidades de las respectivas co-
munidades religiosas. 
Art 25-1. Los ministros de los cultos 
no católicos solicitarán del Ministerio 
de Justicia, a través de la asociación 
confesional a que pertenezcan, su ins-
cripción en el Registro a que se refiere 
el artículo 36, con expresión de los da-
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Art. 2-2 [La libertad religiosa] Asi-
mismo comprende el derecho de las 
Iglesias, Confesiones y Comunida-
des religiosas a establecer lugares de 
culto o de reunión con fmes religio-
sos ... 
Art. 2-2... [La libertad religiosa 
comprende el derecho] a designar ... 
a sus ministros ... 
DOS REGULACIONES DE LA LIBERTAD RELIGIOSA 
tos que reglamentariamente se esta-
blezcan. 
Art 25-2. La inscripción en el Regis-
tro garantizará al ministro del culto 
de que se trate el ejercicio de su fun-
ción religiosa bajo la protección de 
la Ley. 
Art. 25-3. No se autorizará la inscrip-
ción en el Registro como ministro de 
un determinado culto a quienes lo ha-
yan sido de otro ni a los ordenados in 
sacris y religiosos profesos en la Iglesia 
Católica, salvo dispensa o declaración, 
en su caso, de la respectiva Autoridad 
confesional. 
Art. 26. La condición de ministro le-
galmente autorizado de un culto no 
católico se acreditará mediante un do-
cumento especial de identificación ex-
pedido por el Ministerio de Justicia. 
Art. 27-1. Los ministros legalmente 
autorizados de los cultos no católi-
cos podrán excusarse de asumir funcio-
nes o cargos públicos que sean incom-
patibles con su ministerio. 
Art. 27-2. Lo dispuesto en el párrafo 
anterior no afectará al cumplimiento 
del servicio militar ni a cualquier otro 
exigible como obligatorio a la Nación. 
Art. 28-1. Las inscripciones en el Re-
gistro sólo podrán cancelarse a instan-
cia del ministro interesado, de su aso-
ciación confesional o por resolución 
del Ministerio de Justicia en el caso de 
que , en el ejercicio de sus funciones, 
realice actos contrarios a los preceptos 
de esta Ley. 
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Art 28-2. La oportuna resolución, de-
bidamente fundada, deberá ser comu-
nicada a la asociación confesional a 
que pertenezca el interesado. 
Art 29. Las Asociaciones confesiona-
les no católicas podrán establecer, con 
arreglo a las Leyes vigentes en la mate-
ria y previa autorización del Ministerio 
de Justicia, Centros para la enseflanza 
de sus miembros cuando lo justifique 
el número de los que hayan de utili-
zarlo. 
Art.30-1. Las Asociaciones confesio-
nales no católicas tendrán derecho, 
previa autorización del Ministerio de 
Justicia, a establecer Centros para que 
sus miembros puedan recibir la forma-
ción propia de los ministros del culto 
respectivo. 
Art. 30-2. El número de los Centros de 
formación de ministros de cultos no 
católicos deberá ser proporcionado a 
las necesidades del servicio religioso de 
los miembros de la respectiva Confe-
sión en Espafla. 
Art. 30-3. El Ministro de Justicia 
podrá requerir todos los elementos in-
formativos necesarios para dictar la 
oportuna resolución. 
Art. 31. La prueba de que se profesa o 
no una determinada confesión religiosa 
no católica se efectuará en la forma 
establecida en los artículos siguientes. 
Art. 32-1. La adscripción a una deter-
minada confesión religiosa no católica 
se acreditará mediante certificación 
del ministro competente para exten-
derla. 
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comprende . el derecho a] formar 
[a sus ministros]. 
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Art 32-2. La no adscripción a una 
confesión religiosa se acreditará me-
diante declaración expresa del intere-
do. 
Art 32-3. El abandono de una confe-
sión religiosa exigirá la prueba de que 
el mismo ha sido comunicado al minis-
tro competente de la religión que hu-
biere sido abandonada. . 
Art. 33. Se entenderá que cualquier 
Carílbió de adscripción religiosa no 
afecta a las obligaciones que hayan si-
do contraídas en virtud de una adscrip-
ción confesional anterior. 
Art. 34-1. La competencia administra-
tiva de todas las cuestiones relaciona-
das con el derecho civil a la libertad re-
ligiosa corresponde al Ministerio de 
Justicia. Como órgano del mismo se 
constituirá en la Subsecretaría una Co-
misión de libertad Religiosa. 
Art. 34-2. La citada Comisión estará 
integrada por el Subsecretario del Mi-
nisterio de Justicia como Presidente; 
un representante de cada uno de los 
Ministros de Asuntos Exteriores, Go-
bernación, Educación y Ciencia e in-
formación y Turismo, designados por 
sus titulares; un representante del Alto 
Estado Mayor, un representante del 
Consejo Nacional del Movimiento, un 
representante de la Organización Sindi-
cal, el Director de Asuntos Eclesiásti-
cos, el Director General de lo Conten-
cioso del Estado en representación del 
Ministro de Hacienda, un funcionario 
del Ministerio Fiscal y otro del Cuerpo 
Especial Técnico de Letrados del Mi-
nisterio de Justicia con categoría de 
Magistrado, designados por el titular 
del Departamento. 
Art. 2-1-a... [La libertad religiosa 
comprende el derecho] a no profe-
sar ninguna [creencia religiosa]. 
Art. 2-1-a.. . [La libertad religiosa 
comprende el derecho a] cambiar 
de confesión o abandonar la que se 
tenía ... 
Art. 8. Se crea en el Ministerio de 
Justicia una Comisión Asesora de 
libertad Religiosa. 
Art. 8 ... [La Comisión estará] com-
puesta de forma paritaria y con ca-
rácter estable por representantes de 
la . Administración del Estado, de 
las Iglesias, Confesiones o Comuni-
dades religiosas o Federaciones de 
las mismas, en las que, en todo ca-
so, estarán las que tengan arraigo 
notorio en España, y por personas 
de reconocida competencia cuyo 
asesoramiento se considere de inte-
rés en las materias relacionadas con 
la presente Ley. En el seno de esta 
Comisión podrá existir una Comi-~: 
sión Permanente, que tendrá tam-
bién composición paritaria ... 
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Art. 35. A la Comisión de libertad 
Religiosa corresponde el estudio; infor-
me y propuesta de resolución de todas 
las cuestiones administrativas relacio-
nadas con el ejercicio del derecho civil 
a la libertad religiosa. 
Art. 36. En el Ministerio de Justicia se 
instituirá un Registro de asociaciones 
confesionales no católicas y de minis-
tros de los cultos no católicos en Es-
paña. 
Art. 37. Corresponde a los Gobernado-
res civiles la vigilancia del cumplimien-
to de esta Ley conforme a las instruc-
ciones del Ministro de Justicia. 
Art. 38. Las resoluciones administrati-
vas que se dicten en materias reguladas 
en esta Ley habrán de ajustarse a la de 
Procedimiento administrativo. 
Art. 39. Los derechos reconocidos en 
la presente Ley quedarán bajo la salva-
guardia de los Tribunales de Justicia. 
Art. 40-1. La protección en vía admi-
nistrativa del derecho a la libertad reli-
giosa corresponde al Ministro de Justi-
cia. 
Art. 40-2. Contra los acuerdos de los 
Gobernadores civiles se podrá recu-
rrir en alzada ante el Ministerio de Jus-
ticia. En los demás casos, las resolucio-
nes del Ministerio de Justicia podrán 
ser recurridas en súplica ante el Conse-
jo de Ministros. 
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Art 8... A dicha Comisión corres-
ponderá las funciones de estudio, 
informe y propuesta de todas las 
cuestiones relativas a la aplicación 
de esta Ley, Y particularmente, y 
con carácter preceptivo, en la pre-
paración y dictamen de los Acuer-
dos o Convenios de cooperación a 
que se refiere el artículo anterior 
[Art. 7. Incluido más abajo]. 
An 5-1. ... Se crea [un Registro pú-
blico], a tales efectos [inscripción 
de las confesiones] en el Ministerio 
de Justicia. 
Art 4. Los derechos reconocidos en 
esta Ley ejercitados dentro de los 
límites que la misma sefiala serán 
tutelados mediante amparo judicial 
ante los Tribunales ordinarios y am-
paro constitucional ante el Tribunal 
Constitucional en los términos esta-
blecidos en su Ley Orgánica. 
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Art. 40-3. Las resoluciones que dicte 
en alzada el Ministro de Justicia o, 
en su caso, el Consejo de Ministros, 
agotarán la vía administrativa. 
Art. 41. Contra las disposiciones y los 
actos de la Administración pública dic-
tados en la materia objeto de la pre-
sente Ley procederá el recurso conten-
cioso-administrativo en los términos y 
con los requisitos que establece la Ley 
reguladora de dicha Jurisdicción. 
D.F. 1. El Ministerio de Justicia pro-
pondrá al Gobierno o dictará, en su 
caso, las disposiciones necesarias para 
la ejecución de la presente Ley. 
D.F. 2. Quedan derogadas cuantas Le-
yes o disposiciones administrativas se 
opongan a lo establecido en la presente 
Ley. En el plazo de dos meses, el 
Ministerio de Justicia publicará el pre-
ceptivo cuadro de derogaciones. 
D. T. La inscripción de los bienes de 
las Asociaciones confesionales no ca-
tólicas en los Registros públicos, cuan-
do aparecieren registrados con anterio-
ridad a la presente Ley a nombre de 
persona interpuesta, se practicará en la 
forma y con los requisitos que esta-
blezcan las disposiciones que dicte el 
Gobierno para el desarrollo de esta 
Ley. 
D.F. El Gobierno, a propuesta del 
Ministro de Justicia, dictará las dis-
posiciones reglamentarias que sean 
necesarias para la organización y 
funcionamiento del Registro y de 
la Comisión Asesora de Libertad 
Religiosa. 
D.D. Queda derogada la Ley 44/ 
1967, de 28 de junio, y cuantas 
disposiciones se opongan a lo esta-
blecido en la presente Ley. 
D. T. 2. Las asociaciones religiosas 
que al solicitar su reconocimiento 
legal, de conformidad con lo esta-
blecido en la Ley 44/1967, de 18 
de junio, hubiesen hecho expresa 
declaración de ser propietarios de 
bienes inmuebles o de otra clase su-
jetos a registro público para la plena 
eficacia de su transmisión, cuya 
titularidad dominical aparezca a 
nombre de terceros, y aquellos que 
habiendo ya formulado ante la Ad-
ministración esta declaración patri-
monial solicitaren su inscripción le-




la presente Ley, podrán, en el plazo 
de un año, regularizar su situación 
patrimonial, otorgando los docu-
mentos en los que se reconozca la 
propiedad a favor de las mismas de 
aquellos bienes que figuren a nom-
bre de personas interpuestas o utili-
zando cualquier otro procedimiento 
legal para justificar adecuadamente 
su dominio, hasta obtener la ins-
cripción de los títulos en el Regis-
tro de la Propiedad, con exención 
de toda clase de impuestos, tasas 
y arbitrios que pudieran gravar la 
transmisión, los documentos o las 
actuaciones que con tal motivo se 
originen. 
Art. 2-2. __ [Las confes.iones tienen 
derecho] a mantener relaciones con 
sus propias organizaciones o con 
otras confesiones religiosas, sea en 
territorio nacional o en el extranje-
ro. 
Art 2-3 .... [Los poderes públicos 
facilitarán] la as.istencia religiosa en 
los establecimientos públicos mili-
tares, hospitalarios, asistenciales, 
penitenciarios y otros bajo su de-
pendencia. 
Art. 3-2. Queda fuera del ámbito 
de protección d~ la presente Ley las 
actividades, fmalidades y Entidades 
relacionadas con el estudio y expe-
rimentación de los fenómenos psí-
quicos o parapsicológicos o la difu-
sión de valores humanísticos o espi-
ritualistas u otros fines análogos 
ajenos a los religiosos. 
Art. 5-3. La cancelación de los 
asientos relativos a una determinada 
Entidad religiosa sólo podrá llevarse 
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a cabo a petición de sus órganos 
representativos o en cumplimiento 
de sentencia judicialmente firme. 
Art 7-1. El Estado, teniendo en 
cuenta las creencias religiosas exis-
tentes en la sociedad española, es-
tablecerá, en su caso, Acuerdos o 
Convenios de coooperación con las 
Iglesias, Confesiones y Comunida-
des religiosas inscritas en el Registro 
que por su ámbito y número de cre-
yentes hayan alcanzado notorio 
arraigo en España. En todo caso, 
estos Acuerdos se aprobarán por 
Ley de las Cortes Generales. 
Art 7-2. En los Acuerdos o Con-
venios y respetando siempre el 
principio de igualdad, se podrá ex-
tender a dichas Iglesias, Confesio-
nes y Comunidades los beneficios 
fiscales previstos en el ordenamien-
to jurídico general para las Entida-
des sin fm de lucro y demás de 
carácter benéfico. 
D. T.L El Estado reconoce la perso-
nalidad jurídica y la plena capaci-
dad de obrar de las Entidades reli-
giosas que gocen de ella en la fecha 
de entrada en vigor de la presente 
Ley. Transcurridos tres años sólo 
podrán justificar su personalidad 
jurídica mediante la certificación de 
su incripción en el Registro a que 
esta Ley se. refiere. 
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En las páginas anteriores, como . ya dijimos, he ordenado, SI-
guiendo el esquema de la L.L.R., los textos de las Leyes de 1967 y 
de 1980. Sin duda la tarea de lograr el máximo paralelismo -con 
la finalidad de realizar un análisis comparado~ nos ha obligado a for-
zar agrupaciones, el lector sabrá detectarlas y, tal vez, disculparlas. 
Cuando no he encontrado una norma "paralela" en la L.O.L.R. he 
dejado el espacio correspondiente en blanco, y he situado al final 
aquellos textos normativos incluidos en esta Ley de los que no ca-
bía encontrar antecedentes en la L.L.R.; la mayor extensión de la 
Ley de 1967, hace que sean muy contados lo~ casos en que no encono 
tremos un precedente en la misma de las actuales normas. A conti-
nuación, y respetando el orden de la Ley de 1967,.analizaremos su· 
cintamente las diversas regulaciones. 
12. Reconocimiento del derecho. No parece que las diferencias 
de regulación en este punto pasen de las puramente terminológicas. 
Tanto el artículo 1-1 de la L.L.R. como el de la L.O.L.R. proclaman 
tal derecho. No creo que puedan derivarse consecuencias de impor· 
tancia del hecho de que la vigente normativa califique dicho derecho 
como fundamental, ya que en ambas regulaciones aparece tipificado 
como un derecho subjetivo y con eso, en principio, debería bastar pa-
ra lograr una adecuada protección. 
Tampoco creo que puedan extraerse conclusiones significativas 
del hecho de que en la L.L.R. se hable de "reconocer", en tanto que 
en la Ley de 1980 se opte por el verbo "garantizar". De entrada en 
la vigente Ley se establece que se garantiza un derecho que se ha 
"reconocido" en la Constitución, luego en ambos casos se llega a la 
conclusión de que el derecho ha sido "reconocido" por el ordena-
miento. Me parece que tras el empleo de dicha expresión está subya-
cente una posición, por así decir, iusnaturalista del ordenamiento, ya 
que de ello se puede deducir que se trata de un derecho no creado 
por el ordenamiento, sino previo a él; no creo que esta fundamenta-
ción pueda sorprender cuando en la Ley de. 1967 se invoca a la digni-
dad de la persona humana como fundamento, conectándose así con 
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el iusnaturalismo católico del Vaticano II; en tanto que en la L.O.L. 
R. se acude al concepto de "derecho fundamental" que, en mi opi-
nión, no es otra cosa que una manifestación en lenguaje "moderno" 
de unas bases iusnaturalistas. 
También ambas Leyes consideran que la libertad religiosa com-
prende la "profesión" de una religión así como su práctica; el artícu-
lo 1-2 de la L.L.R. y su equivalente de la L.O.L.R. así lo acreditan 
sin duda alguna. Sin embargo, en estos preceptos encontramos una 
primera diferencia significativa: en el artículo 2-1-b de la Ley de 
1980 se considera, a diferencia de la Ley de 1967, que la libertad re-
ligiosa comprende el derecho a "recibir asistencia religiosa"; no se 
concreta en este punto cuál es el alcance de tal reconocimiento, por 
ello. nos referiremos a esta cuestión más adelante cuando si se 
produce una cierta concreción. 
Hasta aquÍ, pues, pocas diferencias, y ninguna de importancia en-
tre ambas regulaciones. 
13. Calzficación religiosa del Estado. Aunque se ha dado una no-
table importancia a la declaración expresa de confesionalidad que en-
contramos en el artículo 1-3 de la L.L.R., aun reconociendo su 
origen constitucional (12), me parece que, como ya dije, no debemos 
conferir a tal extremo una importancia decisiva. 
Desde mi punto de vista, la autodefinición religiosa del Estado no 
es en sí mismo un mandato jurídico con alcance. El ordenamiento se-
rá o no confesional, como consecuencia de cuál sea la solución que 
adopte en cada caso concreto, y no como consecuencia de una aprio-
rÍstica calificación. Así que lo preceptuado en el artículo 1-3 de la 
Ley de 1967 no pasa en sí mismo de ser una pura declaración retóri-
ca. Al igual que retórica es la previsión del artículo 1-3 de la L.O.L.R 
en el sentido de que "ninguna confesión tendrá carácter estatal", aña-
diéndose a este segundo caso, el dato de que se trata de una defini-
12. Vid. SUAREZ, págs. 151-156. 
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ción de carácter negativo, es decir, aun con menor contenido si es 
que alguno tuviera la contraria. 
14. Límites. Aunque se ha indicado que los límites a la libertad 
religiosa los "deja perfectamente establecidos de antemano el arto 
20 " (13), me parece que si por claridad debemos entender concre-
ción, los fijados en el artículo 2-1 de la L.L.R. distan mucho de la 
misma; tampoco son más concretos los previstos en el artículo 3-1 de 
la L.O.L.R., ahora bien, ¿son diversos esos límites? 
Tres límites parece establecer la L.L.R. al ejercicio del derecho de 
libertad religiosa: el propio ordenamiento ("acatamiento de las Le-
yes"), el respeto a las distintas religiones ("respeto a la Religión cató-
lica y a las otras confesiones religiosas") y el orden público (que 
según la propia Ley comprendería: "la moral, ... la paz ... la conviven-
cia ... y los legítimos derechos ajeno"). En tanto que la L.O.L.R. pare-
cería establecer dos: los derechos ajenos ("la protección del derecho 
de los demás al ejercicio de sus libertades públicas y derechos funda-
mentales") y el orden público (que comprendería "la seguridad, ... la 
salud y ... la moralidad"). Pero tras esa aparente diferencia numérica, 
encontramos una casi identidad de contenidos, como veremos segui-
damente. 
El respeto al ordenamiento de la L.L.R., que por lo demás es un 
límite obvio, aparece también mencionado nominalmente al final del 
artículo 3-1 de la L.O.L.R., cuando se refiere al "orden público 
protegido por la Ley"; esa "Ley" de la L.O.L.R., es la misma que 
aquellas "Leyes" de la Ley de 1967. 
u. Ibídem, pág. 54. A propósito de los límites establecidos en el artículo 2-1 de la 
L.L.Ro y más concretamente del primero de ellos, es curioso resaltar que SUAREZ viene a 
realizar una afirmación que para entonces yo considero errada, pero que sería válida hoy en 
virtud de lo establecido en el arto 81-1 de la Constitución: "Parece ridículo que una norma 
jurídica prevea la posibilidad de su limitación por otras normas de igual jerarquía, siendo ella 
misma un directo producto de una Ley Fundamental, aprobada por referendum". Ibídem, 
1!J0. Yo creo que eso entonces no era ridículo pero que hoy sería contrario a la Constitu-
ción; quede constancia, en todo caso, de la "intuición del futuro" de SUAREZ; por lo de-
más, es probable que el alcance de la expresión "Leyes" del artículo 2-1 no sea el que le 
quiere dar nuestro autor, no se trata, creo, de Ley en sentido formal, sino de "ordena-
miento". 
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El "respeto a las religiones" de la L.L.R. evidentemente queda con-
tenido en los "derechos ajenos" de la L.O.L.R., ya que sería absurdo 
sostener que el respeto a los derechos ajenos no implica el respeto de 
la libertad religiosa y que, a su vez, el respeto a ésta no supone el res-
peto de las creencias religiosas. 
Por otra parte, los derechos ajenos que aparecen como límite es-
pecífico de la libertad religiosa en la Ley de 1980, los encontramos 
también expresamente mencionados en la Ley de 1967, si bien en 
este caso como elementos constitutivos del orden público. 
Por último, el límite del orden público lo encontramos en ambos 
textos normativos, aunque el contenido del mismo aparece como di-
verso. En realidad, pienso que los elencos de elementos componentes 
del orden público no pasan de ser simplemente ejemplificativos. El 
orden público es un concepto difuso que, en la práctica, viene fijado, 
a través de la jurisprudencia, por el ordenamiento y por la sociedad. 
Es decir, este límite no dependerá de su intento de definición en un 
texto concreto, sino de la globalidad del ordenamiento, de las con-
cepciones sociales y de la permeabilidad de los jueces a esas influen-
cias, cuestiones, esas tres, completamente al margen dé las Leyes que 
venimos comparando. 
El propio artículo 2 de la L.L.R., en su párrafo segundo, estable-
ce otras limitaciones, a los que gráficamente S U A R E Z se ha referido 
con la calificación de "actos especialmente lesivos" (14). El largo 
elenco de ese párrafo es sustituido en la vigente normativa por la es-
cueta expresión "inmunidad de coacción". Una u otra regulación pa-
recerá preferible en la medida en que se considere que las limitacio-
nes a los derechos deben ser específicas o genéricas. 
Así pues, no parece tampoco que en materia de límites pueda 
afirmarse que la normativa vigente se aparta claramente de la de hace 
una veintena de años. 
14. Ibídem, pág. 130. 
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15. Igualdad religiosa. A algunos nos parece que el reconoci-
miento de la libertad implica, necesariamente, un correlativo e implí-
cito reconocimiento de la igualdad, sin embargo, nuestras dos Leyes 
han considerado necesario el referirse expresamente a tal cuestión. 
El artículo 3 de la L.L.R. es reproducido prácticamente de modo 
literal en el 1-2 de la L.O.L.R Por lo que se refiere a la no discrimi-
nación por motivos religiosos a la hora de desempeñar una actividad 
laboral o un cargo o función pública tampoco la regulación es muy 
diversa, a no ser por la parte final del artículo 4-1 de la L.L.R. que 
realiza una doble excepción: lo establecido en las Leyes Fundamenta-
les y lo establecido en las normas .concordadas; la primera excepción 
es, desde el punto de vista jurídico, absolutamente vacua, pues es evi-
dente que una Ley ordinaria está subordinada a unas normas de ca-
rácter constitucional; lo mismo ocurrirá con la segunda si es que se 
considerase que los tratados internacionales son de rango superior a 
las leyes ordinarias. En todo caso, y sin entrar en los casos.previstos a 
la sazón por esas normas, Ciertamente contados, lo que es claro es 
que esa quiebra del principio de igualdad -quiebra evidente- no se 
produce por decisión de la L.L.R sino de otras normas. 
Por lo que se refiere al segundo párrafo del artículo 2 de la 
L.L.R., en el que se establece la necesidad de que quien enseñe una 
religión debe profesarla, sólo corresponde aquÍ decir que no tiene su 
equivalente en la actual Ley, y que. d~ quererse realizar un análisis 
comparado de ordenamientos -y no exclusivamente de dos textos le-
gislativos, como únicamente pretendo aquÍ-, dicho análisis debería 
realizarse teniendo en cuenta la regulación actualmente vigente en 
materia de libertad d~ cátedra y prestando especial atención a la ju-
risprudencia del Tribunal Constitucional sobre dicha materia; 
16. Festividades religiosas. En este punto la L.O.L.R. se limita a 
establecer que la libertad religiosa comprende el derecho a "conme-
morar sus festividades" (art. 2-1-b), lo cual en la práctica, y con tras-
cendencia externa, tiende a coincidir con la previsión del artículo 5-1 
de la L.L.R. de que, respetando el ordenamiento atinente a tal mate-
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ria, en el ámbito de la actividad laboral se facilitan las medidas pa-
ra que se puedan cumplir los deberes religiosos. 
No hay pues en este punto diferencias importantes. 
17. No obligación de practicar actos de culto. SÍ puede haber, en 
pura teoría, una diferencia fundamental a propósito de la regulación 
de este extremo. La LO.LR. reconoce con carácter general el dere-
cho a que nadie sea "obligado a practicar actos de culto o a recibir 
asistencia religiosa contraria a sus convicciones personales" (art. 2-1-
b). Por su parte la L.L.R. reconoce ese derecho con las siguientes 
limitaciones: 1°, Sólo se reconoce para las Fuerzas Armadas y los es-
tablecimientos penitenciarios; 2° Se excluyen los llamados "actos de 
servicio" y 3°, Se hace ' necesaria una declaración previa de acatoli-
cidad. 
No creo que la primera limitación tenga especial trascendencia, 
ya que es precisamente en esos ámbitos donde puede surgir el pro-
blema y, por lo demás, parece lógico pensar que si el derecho es reco-
nocido para dos ambientes con un tan elevado grado de disciplina co-
mo las Fuerzas Armadas y las prisiones, con mayor raz~n será reco-
nocido en otr~ ambientes,. Mayor importancia tiene la exclusión 
de ese régimen de los "actos de servicio", naturalmente el alcance 
práCtieo . de dicha limiración dependerá completamente de qué se 
entiendan por "actos de servicio", pero esa es cuestión en la que no 
cabe entrar ahora. ' Sin duda es la última limitación la más grave, y 
aquí hay una clara diferencia de régimen -en realidad la primera de 
importancia detectada hasta el momento-, ya que esa necesidad de 
la previa declaración de acatolicidad supone una clara violación de lo 
que yo tengo por derecho de libertad religiosa (necesidad de declarar 




18. Juramento. Muy conectado con el tema suscitado inmediata-
mente arriba aparece la cuestión relativa al juramento. La L.O.R.L. 
no se refiere a la cuestión sino de modo indirecto, a la hora de seña-
lar en su artículo 2-1-a que la libertad religiosa implica el derecho de 
abstenerse en declarar las propias creencias. SÍ se refiere expresamen-
te a la cuestión de L.L.R. en su artículo 5-2, estableciendo una solu-
ción muy similar a la actualmente vigente, si bien en la actualidad, 
como ya hemos dicho, no viene regulada en la L.O.L.R. sino en otras 
normas. 
Tampoco, pues, parecen grandes las diferencias en este punto. 
19. Matrimonio. EscuetÍsima también la referencia de Ley de 
1980 a la cuestión, al señalar que se podrán "celebrar" sus ritos ma-
trimoniales (art. 2-1-b). Ese mismo derecho es reconocido en el artí-
culo 6 de la Ley de 1967, si bien en este caso las referencias al matri-
monio son más amplias. 
De una parte se produce una remisión expresa al artículo 42 del 
Código Civil, a propósito del polémico tema durante más de un siglo 
de quien viene obligado a contraer matrimonio canónico en España 
(15). De otra se recuerda expresamente la prohibición del artículo 
83-4 del propio Código de que los clérigos, sin dispensa canónica, 
contraigan matrimonio. 
Sin entrar a valorar el sistema matrimonial vigente en España en 
1967, ni la quiebra de la libertad religiosa que supone la necesidad de 
qlJe los ordenados in sacns obtengan una dispensa canónica para 
acceder al matrimonio civil en España, lo que es claro es que la regu-
lación en la materia no se modifica mediante la L.L.R. No estoy 
15. Me he referido varias veces a la cuestión, pueden verse, entre otros, mis trabajos: 
Matrimonio civil y matrimonio canónico en la legislación españo14 (1870-1978), "Anuario 
de Derecho Civil", XXXII, 1980, pág. 83-175; Calificación jurisprudencial del sistema ma-
trimonial español, Ibidem, XXXN, 1981, págs. 259-369; El término "profesarla religión 
católica" en las Resoluciones de 14 Dirección General de los Registros y del Notariado, 
"Ius Canonicum", XX, 40,1980, págs. 125-147. 
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de acuerdo con la regulación de ambas cuestiones existentes en 1967, 
pero eso no lo puedo achacar a la Ley que venimos analizando, sino 
al Código Civil, que no corresponde aquÍ analizar. 
20. Tanto la Ley de 1967 como la de 1980 garantizan el derecho 
de los padres a elegir la formación religiosa que consideren más ade-
cuada para sus hijos, tanto en el ámbito escolar, como fuera de él; 
así es establecido respectivamente en los artículos 7-1 y 2-1-c. La 
L.L.R. realiza una precisión, que no encontramos en la L.O_L.R., en 
el sentido de que "los alumnos de los centros docentes no estarán 
obligados a recibir enseñanza de una religión que no profesen" (art. 
7-3), que probablemente era necesaria hacia cuatro lustros, pero que, 
sin duda, se debe considerar incluida, y por lo tanto suficientemente 
protegida, en el derecho a la libertad de formación religiosa reconoci-
do en la L.O.L.R. Por lo tanto en este punto no existe ninguna dife-
rencia relevante entre las respectivas regulaciones. 
Sí son diferentes, sin embargo, las diversas posiciones que los po-
deres públicos deben adoptar en los centros docentes públicos. Es 
esta la segunda gran diferencia detectada en nuestro análisis. Así 
la L.L.R. establece que "la enseñanza de los centros del Estado 
se ajustará a los principios del dogma y de la moral de la Iglesia cató-
lica" (art. 7-4), lo que, como se ha dicho, "se trata ... de un caso de 
trato desigual previsto por la legislación de libertad religiosa" (16), 
mientras que, por su parte, la L.O.L.R. no hace ninguna referencia 
a la cuestión. 
Es más, en la Ley de 1980 hay un compromiso en el sentido de 
que "los poderes públicos adoptarán las medidas necesarias para fa-
cilitar ... la formación religiosa en centros docentes públicos" (art. 
2-3). Nos encontramos, pues, ante dos soluciones radicalmente diver-
sas por lo que toca a la escuela pública. La escuela pública de 1967 es 
una escuela confesional católica, ya que lá necesidad de adaptarse en 
ella a los dogmas de la Iglesia católica, al margen de otras considera-
16. SUAREZ, pág. 103. 
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dones, implica la imposibilidad de· que en esos centros exista una 
formación religiosa diversa de la católica -¿cómo podría enseñarse 
una religión distinta de la católica, respetando simultáneamente los 
dOgn;lasde la Iglesia católica?-;. mientras que, en teoría, la escuela 
pública de 1980 es no sólo respetuosa, sino que incluso promociona 
el pluralismo religioso (17). Habría que señalar, sin embargo, que la 
exigencia del artículo 7-4 de la L.L.R. no es sino la reiteración de 
lo establecido en el Concordato de 1953 y que, por lo tanto, en nada 
altera nuestro ordenamiento en este. punto, pero tal vez podría ha-
berse aprovechado la ocasión para, cuando menos, establecer alguna 
posibilidad de enseñanza religiosa no católica en los centros docentes 
públicos, introduciendo, sin duda, · una cierta contradicción en el 
sistema -pluralismo religioso versus necesidad de ajustarse a los dog-
mas de la Iglesia católica-, pero tratando de forzar así la entrada de 
la libertad religio~a. 
Por último, y sin tratar de minimizar las diferencias de ambas 
normativas, hay que señalar que en la práctica poco difiere el sistema 
vigente en 1967 con el vigente en la actualidad, ya que por las razo-
nes que fuere, y la numérica no es la menor, el Estado no es"tá en con-
diciones de proporcionar esa enseñanza religiosa no católica en los 
centros públicos, de tal manera que, hoy, como en 1967, la opción 
real es o enseñanza de la ~eligión católica o no enseñanza religiosa en 
lo absoluto. 
21. Cementerios. Amplia y de~allista la regulación al respecto de 
la L.L.R., escueta, por el contrario la de la L.O.L.R.; esta última es-
tablece que la libertad religiosa comprende el derecho a "recibir se-
pultura digna, sin discriminación por motivos religiosos" (art. 2-1-b); 
por su parte la Ley de 1967 prevé la posibilidad de que las confesio-
nes distintas de la Iglesia católica puedan ser también titulares de 
cementerios, y establece que"en los cementerios municipales se habi-
17. Me he referido a la actual nonnativa en materia de enseñanza no universitaria en 
mis trab~os: La libertad de creación .•• , cit., Una opinión. .• , cit. 
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litará ... un recinto adecuado para ... los no católicos" (art. 8-3). Así 
pues, y salvo que se entienda que la no discriminación por motivos 
religiosos en materia de sepultura pasa por que no existan cemente-
rios religiosos -y no es de ese modo como lo concibe la actual le-
gislación específica sobre la materia-, es claro que ninguna diferencia 
de nota existe entre ambas regulaciones. 
22. Proselitismo. Soy consciente de que la expresión elegida para 
titular este párrafo es utilizada con frecuencia con un alcance peyora-
tivo, no es esa mi intención en absoluto: la empleo porque me parece 
extraordinariamente descriptiva de aquello a lo que pretendo referir-
me: captación de nuevos adeptos y conservación de los actuales. 
En términos muy similares se refieren a esa cuestión tanto el artí-
culo 9-1 de la L.L.R. como el 2-1-c de la L.O.L.R. En ambos casos se 
reconoce el derecho de individuos y grupos de "enseñar" sus creen-
cias por escrito. o de palabra. Cabría discutir si la actividad regulada 
por esas normas incluye también la libertad de intentar la captación 
de nuevos adeptos o si, por el contrario, se limita a la actividad de 
adoctrinamiento en el seno interno de la confesión; me referiré por 
un instante a la cuestión. Pienso que la L.O.L.R. considera tal aspec-
to de un modo separado, aunque con idéntico tratamiento, cuando se 
refiere, en otro lugar, "a divulgar y propagar su propio credo" (art. 
2-2), mientras que la L.L.R. considera ambas actividades conjunta-
mente, como lo prueba de modo indubitado la referencia expresa en 
el artículo 9-1 a los límites del artículo 2, ya que, como se recordará, 
esos límites son claramente límites pensados para la actividad proseli-
tista. 
Por distintas vías, pues, idéntico tratamiento de la cuestión en 
ambas Leyes; idéntico tratamiento que no creo que se vea alterado 
por el hecho de que en el párrafo segundo del correspondiente ar-
tículo de la Ley de 1967, se haga una referencia expresa a las publica-




23. Reunión, manifestación y asociación. Aunque se trata de de-
rechos claramente diferenciados, como quiera que ambas leyes en 
ocasiones se refieren a ellos de forma simultánea, agruparemos a los 
tres en un mismo párrafo. 
Tanto la LLR. como la L.O.R.R. reconocen el derecho de reu-
nión con finalidad religiosa. La primera establece un sistema en vir-
tud del cual el ejercicio de este derecho no requerirá de autorización 
en el caso de que la reunión se celebre en lugares de culto o cemente-
rios (art. 11-1), en otro caso se requerirá la autorización del Goberna-
dor Civil (art. 11-2); esta última exigencia ha llevado a la doctrine¡. 
a opinar que "con esta obligación, el trato de católicos y no católicos 
es dispar, por cuanto el control exhaustivo a que los segundos están 
sometidos no se produce en medida alguna para los católicos, que 
pueden ejercitar su derecho de reunión sin control específico" (18); 
no cabe entrar aquí a realizar un estudio de la regulación del derecho 
de reunión durante el franquismo, pero me basta con invocar a la me-
moria para tener que admitir que la idea de que las "reuniones cató-
licas" no tenían ningún límite no se corresponde en absoluto con la 
realidad -recuérdese que el último gran proceso político del régi-
men, tuvo por objeto sancionar a unos sindicalistas que estaban reu-
nidos en un local religioso, es decir: "reunión católica" - . Es decir, 
que el derecho de reunión, desde mi punto de vista era igual para ca-
tólicos y no católicos y, con la excepción de reuniones en templos 
y cementerios religiosos, idéntico al derecho de reunión con cual-
quier finalidad. Es decir, no era la LLR. quien establecía el régimen, 
sino otras normas del ordenamiento. Esa misma remisión expresa al 
ordenam . iento jurídico general la encontramos en el artículo 2-1 de la 
L.O.L.R. Por lo tanto, las diferencias no son achacables a la regula-
ción de la libertad religiosa, sino a las regulaciones del derecho de 
reunión. 
18. SUAREZ, pág. 98. Cita en su apoyo a otro autor. 
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No hay una sola referencia al derecho de manifestación en la 
L.L.R. (19); ello debe de llevar a la conclusión de que la normati-
va aplicable a una hipotética manifestación religiosa no sería otra 
que la establecida para cualquier manifestación. Por su parte, la Ley 
de 1980 se limita a reconocer dicho derecho y a remitirse para su 
regulación al "ordenamiento jurídico general y lo establecido en la 
presente Ley Orgánica" (art. 2-1-d), y como quiera que nada más 
se dice al respecto en la propid Ley, nos encontramos con que tam-
bién en este caso la normativa aplicable sería la establecida en gene-
ral para el ejercicio del derecho de manifestación. Es decir, otra vez 
más, las posibles diferencias en la regulación de una manifestación 
de la libertad religiosa no se derivarán de lo previsto en la Ley que 
pretende regular dicha libertad, sino de lo previsto en otras normas 
del ordenamiento. 
Por lo que se refiere al derecho de asociación, me parece que de-
ben ser distinguidos tres grupos de actuación del mismo: 10, La posi-
bilidad de crear asociaciones religiosas estables, con un objeto global, 
es decir, lo que hoy llamamos confesiones religiosas; 20, La posibili-
dad de creación de asociaciones en el sen9 de las mismas; sería, par-
cialmente. la problemática relativa a los entes; 30, La posibilidad de 
realizar una asociación con una finalidad concreta y puntual, que no 
constituye ni una confesión, ni un elemento integrante de su estruc-
tura. 
Con respecto a la primera cuestión no es éste el momento oportu-
no de referirse a ella, ya que la propia L.L.R. -que es la que nos sir-
ve como hilo conductor- se refiere a ellas más adelante. Diferiremos 
pues para más tarde nuestro comentario. 
19. He dudado en considerar como talla previsión del arto 21-2 de la L.L.R. en virtud 
del cual "la celebración ~e actos de culto público fuera de ••• [los] templos ••• deberá ser 
comunicada con suficiente antelación al Gobernador civil de la provincia". He preferido li-
mitarme a incluir dicha norma en esta nota, pues entiendo que el culto público es sólo una 
parcela mlnima del derecho de manifestación; en todo caso, en nada varla mi subsiguiente 
razonamiento, ya que el régimen de autorización gubernativa a dichas actividades de culto 
público es idéntico al previsto para otras manifestaciones. 
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Con respecto a la segunda manifestación, he de señalar que puede 
resultar discutible desde un punto de vista sistemático el incluirlo en 
esta sede. No es sin embargo mi opinión insólita, pues ya CIA U R RIZ 
lo hizo así (20). En todo caso, la propia L.L.R me obliga a adoptar 
esta solución sistemática, en la medida en que en la misma no encon-
tramos ningun referencia a los entes -elementos integrantes de la 
estructura de una confesión-, y resultaría absurdo el deducir que de 
la no mención de los mismos debería derivarse su prohibición. Pien-
so, en resumen, que el amparo legal de la creación de asociaciones 
en el seno de las confesiones religiosas debe encontrarse en el recono-
cimiento genérico del derecho de asociación recogido en el artículo 
10 de la L.L.R, que a efectos de su regulación se reinite a "lo esta-
blecido en la presente Ley", y como quiera que la Ley nada específi-
co dice al respecto, me parece claro que sería aplicable lo previsto en 
el ordenamiento jurídico general. También resulta de aPlicación el 
ordenamiento jurídico general en el régimen vigente, ya que a él se 
remite expresamente el artículo 6-2 de la L.O.L.R., que así se refie-
re a la cuestión específicamente. Estamos, pues, ante idéntica situa-
ción de la descrita, por ejemplo, en materia de derecho de manifesta-
ción: remisión al ordenamiento general y, por lo tanto, las posibles 
diferencias no serían achacables a las Leyes de 1967 y 1980. 
Idéntica situación encontramos en lo que se refiere a la tercera 
manifestación posible del derecho de asociación. En este caso hay 
que atender a los artículos 10 de la L.L.R. y 2-1-2 de la L.O.L.R., 
pero la conclusión a la que se llega es la misma y, por lo tanto, no es 
necesario detenerse más en este punto. 
24. Asociaciones religiosas tipo. Tanto la Ley de 1967 como la 
de 1980 optan por diseñar un modelo específico de asociación reli-
giosa, al que la primera denominó "asociación confesional" y la 
segunda "confesión religiosa". Ocho artículos (13 a 20) dedica la 
primera a la cuestión y únicamente dos (5 y 6) la segunda. 
20. Vid. CIAURRIZ. pág. 132. 
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Los párrafos 1 y 2 del artículo 13 de la L.L.R., que no tienen un 
equivalente en la L.O.L.R, se limitan a mencionar la existencia de di-
cho tipo asociativo y a reconocer su capacidad de actuación; no hay, 
en consecuencia, ninguna referencia con auténtico alcance práctico. 
El párrafo 3 del mismo artículo establece que esas asociaciones 
"se regirán por sus propios Estatutos", y lo mismo viene a decir el 
artículo 6-1 de la L.O.L.R. al señalar que "tendrán plena autonomía 
y podrán establecer sus propias normas de organización, régimen in-
terno y régimen de su personal", lo cual no es otra cosa que la des-
cripción del contenido de unos Estatutos. No habiendo ninguna dife-
rencia en este punto, si la hay en la parte final del artículo 6-1 de la 
L.O.L.R. cuando se establece la posibilidad de que en esos Estatutos 
se puedan "incluir cláusulas de salvaguarda de su identidad religiosa 
y carácter propio", en precepto que no tiene su equivalente en la Ley 
de 1967. Sin desconocer que en ese punto hay una diferencia, pienso 
que esta tiene un muy corto alcance, pues esta "cláusula" no implica 
otra cosa que una especie de copyright a propósito de la propia de-
nominación y, si acaso, de la de los órganos estructurales de la con-
fesión. 
Idéntico es el sistema previsto para la consecución de personali-
dad jurídica de dichas asociaciones tipo, ya que en ambos casos se 
obtiene la personalidad mediante su inscripción en un Registro públi-
co específico, como establece el artículo 14 de la L.L.R. y el 5-1 de 
la L.O.L.R.; coincidiendo, además, la doctrina que ha analizado 
dichas normas en el carácter constitutivo de la inscripción (21). 
También aparecen como muy similares los requisitos necesarios 
para que se proceda a la inscripción, pues tanto el artículo 15-2 de la 
L.L.R como el 5-2 de la L.O.L.R., exigen acreditar un conjunto de 
datos que son prácticamente idénticos, basta con leer los respectivos 
artículos, más arriba transcritos, para comprobarlo, por ello no me 
detendré en este extremo. 
21. "Su personalidad jurídica depende de su inscripción en un registro especialmente 
creado para tal fin". SUAREZ, pág. 86; "No parece que haya dificultad ninguna en asegurar 
que el art. 5 de la Ley Orgánica. •• ha optado por configurar en su articulado una inscripción 
de tipo constitutivo". CIAURRIZ, pág. 159. 
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Encontramos a continuación en la L.L.R. un conjunto de nonnas 
que no tienen su equivalente en la L.O.L. R., que son una clara mani-
festación de un cierta actitud de recelo ante las "asociaciones confe-
sionales". Así, la necesidad de que el Ministerio de Justicia -sede del 
Registro- comunique al de la Gobernación la constitución de tales 
asociaciones (art. 16), o la necesidad de que las confesiones lleven 
un libro de registro de sus miembros (art. 17-1) que deberá ser mos-
trado, previo mandamiento judicial, a la autoridad gubernativa (art. 
17-3); también un estricto control económico, pues se deberán lle-
var unos libros de contabilidad (art. 17-1), en los que deberán figurar 
los ingresos obtenidos por vía de colectas o donaciones (art. 18-1), y 
que deberán ser sellados por la autoridad administrativa (art. 17-2), 
ante la que deberán ser exhibidos previo mandamiento judicial (art. 
17-3), y ante esa misma autoridad deberá ser presentado anualmente 
un presupuesto y balance (art. 18-2) y si se observan irregularidades 
en los mismos, podrá decretarse por esa misma au toridad, suspensión 
de las actividades de la sociedad (art. 18-3). 
Esa impresión de desconfianza que demuestran las anteriores dis-
posiciones acerca de las asociaciones me parece que sería la tercera 
gran diferencia, hasta el momento, del sistema de 1967 con respecto 
al de 1980. Naturalmente, en sí mismo ese conjunto de intervencio-
nes y cautelas administrativas no implican necesariamente una restric-
ción de la libertad religiosa, pero ello no nos puede llevar a ocultar 
que, cuando menos, se establecen una serie de mecanismos que pue-
den ser utilizados con una vocación restrictiva y, consecuentemente, 
limitadora del derecho de libertad religiosa 
25. Lugares de culto. Una vez más nos encontramos con una muy 
parca regulación de la materia en la L.O.L.R. que se limita a recono-
cer el "derecho de las Iglesias, Confesiones y Comunidades religiosas 
a establecer lugares de culto o de reunión
4 
con fines religiosos" (art. 
2-2). Esa misma posibilidad es recogida en la L.L.R. (art. 22), si bien 
en ese caso "lo solicitarán del Ministerio de Justicia" (Ibidem), lo que 
implica una nueva intervención administrativa; también se refiere la 
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L.L.R. a su "inviolabilidad con arreglo a las Leyes" (art. 23) y a la 
posibilidad de fijar carteles en el exterior de los mismos (art. 24). 
En resumen, y salvo la necesidad de esa autorización del Minis-
terio de Justicia, pocas diferencias en esta cuestión. 
26. Ministros de culto. Muy detallista es también la L.L.R. en es-
te punto. Se hace necesaria la inscripción registral de todos los minis-
tros de culto (art. 25-1), como vía de garantizar su derecho a ejercer 
su función (art. 25-2), para lo que se les confiere un documento iden-
tificativo (art. 26) y ello será suficiente para quedar exentos de algu-
nas obligaciones (art. 27-1), aunque no del servicio militar (art. 27-2). 
Queda vedada dicha inscripción a los que ya estén inscritos como 
ministros de otra confesión, a no ser que la competente autoridad 
confesional lo autorice (art. 25-3) y la inscripción podrá cancelarse 
por resolución -naturalmente recurrible- del Ministerio de Justicia 
(art. 28-1). Por último se reconoce el derecho de las confesiones a 
crear centros de formación de sus ministros (art. 30). 
Por su parte, la L.O.L.R se limita a proclamar el derecho de las 
confesiones religiosas "a designar y formar a sus ministros" (art. 
2-2). 
En realidad la más llamativa diferencia entre ambos regímenes no 
es otra que la existencia de la posibilidad de inscripción registral de 
los ministros prevista en la Ley de 1967. Se ha dicho a propósito de 
ese extremo que "la inscripción registral produce efectos de protec-
ción" (22); si así fuere -y probablemente así era-, en realidad para 
aquellos que tienen una concepción de la libertad religiosa en virtud 
de la cual ésta se agota en las manifestaciones "positivas" de religiosi-
dad, ello significaría que el régimen protector de los ministros previs-
to en la L.L.R debería ser objeto de alabanzas y la exigencia de una 
inscripción registral como vía de acceso a esas ventajas debería pare-
cer razonable. Esa concepción de la libertad ,religiosa era la imperante 
de modo prácticamente unánime en 1967, en 1980 y lo continúa 
22. SUAREZ. pág. 120. 
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siendo en la actualidad; no es, ciertamente, mi opinión, pero como 
quiera que la mía queda absolutamente aislada en el panorama pa-
trio, no tendría ningún. alcance "práctico" el aplicarla a este caso 
concreto (23). En resumen, y a lo que se ve, sólo una diferencia, y 
ella favorable el régimen de 1967, en la medida que resulta más pro-
tector de los ministros de culto que, en opinión generalizada -y no 
compartida por mí de modo excepcional- sería más protectora de la 
libertad religiosa. 
27. Prueba de profesión religiosa. El hecho de que la profesión 
o no de una determinada confesión religiosa llevara aparejada una se-
rie de consecuencias jurídicas (probablemente la más importante se-
ría las relativas a la clase de matrimonio a la que se tenía acceso), hi-
zo necesario que la L.L.R. estableciese unos medmismos para acredi-
tar la pertenencia a una u otra religión, o bien a ninguna (arts. 31 
a 33). Como quiera que tal circunstancia no era relevante en nuestro 
ordenamiento en 1980, la L.O.L.R. nada prevé al respecto. 
Al hilo de esta cuestión, sin embargo, me gustaría suscitar un te-
ma de difícil encaje sistemático: el derecho al cambio de religión. La 
L.O.L.R. recoge ese derecho sin matización de ningún tipo (art. 2-1-
a); sin embargo el régimen previsto en la L.L.R. hace que la eficacia 
de dicho cambio dependa de una previa notificación de esa circunstancia 
al ministro de la religión que se abandona (art. 32-3); probablemente, 
y en principio, hubiera debido de bastar con la simple declaración 
del interesado, que por lo demás es el sistema previsto para probar la 
no adscripción a ninguna confesión (art. 32-2); ahora bien, como-
quiera que, como ya se ha visto, las "asociaciones confesionales" ve-
nían obligadas a llevar un libro registro de todos sus miembros, esta 
cautela resulta imprescindible para poder mantener aquel Registro. 
23. Me he referido al tema en numerosas ocasiones; pueden verse, entre otras, las si-
guientes: Gruppi confessionaJi atipici nel diritto ecclesiastico spagnolo vigente, "Studi Par-
mensi", XXXI, 1982, págs. 119-133 Y Derecho Canónico y Ciencia]urídica, Madrid, 1984, 
págs. 217-220. 
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Ahora bien, que en el sistema de la Ley de 1980 se puede cam-
biar de religión es obvio, y a partir de lo visto también parecerá obvio 
que esa posibilidad existía con la Ley de 1967; ahora bien, no pode-
mos olvidar que en la propia L.L.R se preveía un supuesto en el que 
dicho cambio no tenía eficacia jurídica: el previsto en su artículo 
5-2. Como se recordará allí se establecía la exención de asistencia a 
actos de culto católico -los únicos existentes en esos ámbitos- en 
las Fuerzas Armadas y en las prisiones, pero esa exención sólo era 
aplicable "a quienes hagan constar su acatolicidad al ingresar en aqué-
llas"; por lo tanto, un cambio de religión posterior al ingreso no 
tendría eficacia a esos efectos. Lo anterior, me parece, constituye 
una importante diferencia entre las dos regulaciones analizadas que 
ya fue expuesta más arriba Con la LO.L.R. es posible el cambio de 
religión, con la L.L.R también lo es, pero en algunos supuestos no 
tendrá eficacia. Naturalmente el hecho de que, en "teoría", la 
religión que se profesa no tiene en la actualidad ninguna trascenden-
cia jurídica facilita mucho las cosas (24). 
28. La Comisión. Toda norma legislativa en el Derecho español 
crea un nuevo órgano administrativo. Las Leyes que venimos anali-
zando cedieron también a esa tentación y crearon sendas Comisio-
nes. Así la L.L.R. crea la Comisión de Libertad Religiosa (art. 34-1) 
y la L.O.L.R la Comisión Asesora de Libertad Religiosa (art. 8). 
La primera está compuesta en su integridad por miembros de la 
Adininistración Pública (art. 34-2), la segunda se aparta algo de ese 
modelo ya que únicamente dos tercios son representantes de la mis-
ma (concebir a las "personas de reconocida competencia" de un mo-
do diverso que como representantes de la Administración Pública, se-
ría un evidente desconocimiento de la realidad. Una cosa es que estas 
páginas se muevan en el plano de la pura teoría y otra que yo preten-
24. Sería salinne de las reglas metodológicas que me he impuesto, por ello no analizo 
el supuesto, pero me considero incapaz de no señalar, aunque sólo sea por vía de nota, que 
el sistema visto del art. 5·2 de la L.L.R. es prácticamente el mismo que el que existe a 
propósito de la objeción de conciencia sobrevenida. 
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da engañar al lector), en tanto el tercio restante está formado por 
representantes de las confesiones (25). La diferencia existe, pero no 
me parece muy importante, pues la mayoría de miembros de repre-
sentantes de la Admisnitración es abrumadora. 
Por 10 que se refiere a las competencias de las respectivas Comi-
siones, la de la L.L.R. tiene por objeto: "el estudio, informe y pro-
puesta de resolución de todas las cuestiones administrativas relaciona-
das con el ejercicio del derecho civil a la libertad religiosa" (art. 35); 
en tanto que a la de la L.O.L.R. "corresponderán las funciones de es-
tudio, informe y propuesta de todas las cuestiones relativas a la apli-
cación de esta Ley" (art. 8). Me parece, pues, que la afirmación doc-
trinal en el sentido de que "las diferencias entre ambos organismos 
son muy notables, sobre todo, en lo que hace referencia a su compo-
sición y competencia" (26) es, más producto de la buena fe, que del 
desapasionado análisis de los textos normativos. 
Es bien cierto que la Comisión de la L.O.L.R. intervendrá "con 
carácter preceptivo, en la preparación y dictamen de los Acuerdos o 
Convenios de cooperación a que se refiere el artículo 7" (art. 8), 
pero es claro que la Comisión de la L.L.R. no podía referirse a esa 
cuestión en la medida en que no existían tales Acuerdos; en todo ca-
so, esa es cuestión a la que se aludirá más adelante. 
En resumen, dos Comisiones, con funciones idénticas y con com-
posiciones no muy diversas. 
29. El Registro. Sólo hay que decir, que ambas Leyes crean unos 
Registros específicos y que, en ambos casos, estarán integrados en el 
Ministerio de Justicia (arts. 36 de la L.L.R. y 5-1 de la L.O.L.R.). 
Identidad, pues, en este punto. 
25. Se recoge así la sugerencia de SUAREZ: "Abogamos por la conveniencia de que 
de la Comisión de Libertad religiosa formen parte algunos representantes de las confesiones 
religiosas legalmente reconocidas". SUAREZ, pág. 14l. 
26. CIAURRIZ, págs. 184-185. 
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30. Tutela administrativa y jurisdiccional. Tres artículos de la 
L.L.R. (39 a 41) y una de la L.O.L.R. (4) se destinan alaprotección 
de los derechos reconocidos en la Ley. TCRgO para mí que tales pre-
ceptos son absolutamente superfluos, pues sería absurdo concebir 
que existe la posibilidad de proclamar un derecho sin que ello abrie-
se automáticamente la vía de la protección de los mismos previsto en 
el ordenamiento (27). Sea como fuere los respectivos articUlados no 
hacen sino acudir a los mecanismos de protección vigentes en cada 
momento, tanto en la vía administrativa, como judicial y de amparo 
constitucional en el caso de la L.O.L.R. 
En resumen, aun otra vez, diferentes sistemas sí, pero no imputa-
bles a las respectivas Leyes. 
31. Las disposiciones normativas no incluidas en el articulado. 
Las similitudes analizadas alcanzan a las Disposiciones finales, transi-
torias, derogatorias, etc. 
En ambas se autoriza al Gobierno a realizar el desarrollo 
reglamentario a partir de las propuestas del Ministerio de Justicia 
(D.F. 1. de L.L.R. y D.F. de la L.O.L.R.}, ~e declaran_d~ogadas las 
disposiciones contrarias a los ~ismos (D:F.2. de la L.L.R. y D.D. de 
la L.O.L.R.) y se preven mecanismos transitorios para la inscripción 
a favor de las confesiones de los bienes hasta entonces registrados a 
nombre de peronas interpuestas (D.T. de la L.L.R. y D.T. 2 de la 
L.O.L.R.). 
Práctica identidad también en esto. 
32. Las disposiciones de la Ley de 1980 que no tienen anteceden-
tes en la de 1967. Hasta ahora hemos venido realizando un análisis 
comparado de los dos textos legislativos objeto de nuestro estudio, 
empleando como punto de referencia el articulado de la L.L.R. He 
tratado de acoplar el articulado de la vigente Ley al articulado dero-
gado, incluso forzando paralelismos, que sin duda para algunos resul-




tarán discutibles, cuando existían preceptos en la L.L.R.que no te-
nían equivalente en la actual L.O.L.R.; corresponde ahora referirse 
a aquellas nonnas de la Ley de 1980 a las que no he sabido encon-
trar antecedente en la Ley de 1967. 
En primer lugar habría que referirse a lo preceptuado en la parte 
final del artículo 2-2, en el sentido de que las confesiones tienen dere-
cho "a mantener relaciones con sus propias organizaciones o con 
otras confesiones religiosas, sea en territorio nacional o en el extran-
jero". Evidentemente no existe un precepto equivalente en la L.L.R., 
pero me parece aún de mayor evidencia que no estando expresamen-
te prohibidas tales relaciones entonces, estaban autorizadas. Así que 
nada cambian las cosas a este propósito. 
El artículo 2-3 de la L.O.L.R. establece que los poderes públicos 
facilitan la asistencia religiosa en diversos centros bajo su dependen-
cia. Independientemente de que, en mi conocimiento, tal compromi-
so no ha implicado nada en la práctica, el hecho cierto es que supone 
una mutación de importancia con respecto al régimen de 1967. Es 
éste el cuarto cambio relevante que detecto. 
El artículo 3 de la L.O.L.R. va destinado a la fijación de los lími-
tes de la libertad religiosa, su primer párrafo ya fue analizado, pero 
ahora corresponde referirse al segundo, en el que más que límites, lo 
que se establece es una exclusión del ámbito de protección de la Ley 
de ciertas actividades. No encontramos esa exclusión en la L.L.R., y 
comoquiera que personalmente reputo esa exclusión como una mani-
festación de un rechazable neojurisdiccionalismo, personalmente 
prefiero la solución de la Ley de 1967, que no se arroga el derecho a 
determinar lo que sea religión. 
Adecuada parece la previsión del artículo 5-3 de que la cancela-
ción de asientos registrales relativos a una confesión "sólo podrá 
llevarse a cabo a petición de sus órganos representativos o en cumpli-
miento de sentencia judicial firme". La L.L.R. preveía la posibilidad 
de que las inscripciones relativas a ministros de culto fueren cancela-
das por resolución del Minis tro de Justicia (art. 28-1); tal tipo de ins-
cripción no existe en la actualidad y, por lo tanto, no cabe establecer 
paralelismos. Ahora bien, del hecho de que se señalase específica-
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te que en ese supuesto cabía la cancelación por disposición adminis-
trativa, tal vez podría deducirse que esa era una regulación excepcio-
nal y que para los restantes casos era necesaria la resolución judicial. 
En todo caso, frente a la cancelación realizada por el Minitro de Jus-
ticia cabía el recurso de alzada ante el Consejo de Ministros (art. 40-
3) Y la ulterior vía contencioso-administrativa (art. 41), lo que, en 
resumen, significa que finalmente la resolución correspondía a los 
tribunales de justicia. En resumen, poco cambia en este punto. 
La doctrina científica y, sobre todo, la "clase política" señalan 
con vehemente insistencia que una de las notables novedades de la 
Ley de 1980 es la previsión del artículo 7 de la misma, en virtud de la 
cual el Estado podrá establecer Acuerdos con las confesiones religio-
sas. Disiento de esas valoraciones. Me parece que a un jurista no pue-
de engañar esa "novedad"; no pretendo ser polémico, sino realista. 
Olvidemos el dato de que siete años después de la promulgación de la 
Ley no hay ningún acuerdo y centrémonos en lo principal. En primer 
término hay que señalar que no se trata de una novedad, sino del re-
conocimento explícito de una lamentable y frecuente quiebra de uno 
de los principios básicos de los sistemas parlamentarios: el Parlamen-
to es la representación de la soberanía nacional; pues bien, el posibi-
lismo (rectius: oportunismo) que caracteriza a nuestros gobernantes 
les lleva a olvidar ese principio y a pactar el contenido de la norma 
con los destinatarios de la misma; eso ocurre a cada paso y, por lo 
tanto, que ahora se propugne para las confesiones, dista mucho de ser 
una "novedad". Pero es que, además, el artículo 7-1 establece en su 
parte final que "en todo caso, estos Acuerdos se aprobarán por Ley 
de las Cortes Generales", de lo que se deduce que los tales Acuerdos 
no constituyen un nuevo tipo de norma, sino sencillamente, un pro-
cedimiento de elaboración de un texto prenormativo, al cual el Parla-
mento, si decidiese recuperar su función de representar a la soberanía 
popular y cesar de ser un simple instrumento del Ejecutivo, podrá in-
troducir cuantas modificaciones estime oportuno antes de convertirse 




Por último, habría que referirse a la D. T.I., que se limita a reco-
nocer "personalidad jurídica a las entidades religiosas que gocen de 
ella", en evidente referencia a las "asociaciones confesionales" de la 
L.L.R. , si bien establece un plazo de tres años en el que deben proce-
der a una nueva inscripción como única vía, a partir de entonces, de 
acreditar esa personalidad. Uno se pregunta si no hubiera sido más 
sencillo trasladar todas las inscripciones del Registro de la L.LR. al 
de la LO.L.R., evitando así molestias y los problemas que se pueden 
producir con la existencia de personas jurídicas que no pueden acre-
ditar su propia personalidad. Independientemente de lo poco ade-
cuado de la solución práctica propuesta, lo que es claro es que no se 
trata precisamente de una alteración del régimen de libertad religiosa 
(en todo caso lo que hace es limitarla, por la v Ía de dificultar la prue-
ba de personalidad). 
33. Llegados al momento de las conclusiones, cabe decir que tan-
to el sistema franquista como el constitucional optaron por destinar 
una norma legislativa específica para regular la libertad religiosa en 
España. Presupuesta esa opción, todo intento de caracterización de 
los respectivos modelos de Derecho eclesiástico debe pasar por el aná-
lisis y valoración de tales Leyes. Del mismo modo, la detección de la 
alteracióh del modelo imperante en uno u otro momento debe pasar 
también por ese e~tudio comparado de las respectivas normas regula-
doras de la libertad religiosa. 
Olvidando las alteraciones en el modelo debidas a modificaciones 
en otros textos normativos de los componentes del ordenamiento 
-todo hay que decirlo: también olvidamos el señalar las identidades 
del modelo derivadas de la pervivencia de normas, o de la sustitución 
de algunas por otras con idéntico contenido. El más significativo ol-
vido a este respecto es la existencia de un mismo esquema regulador 
de "lo religioso": Concordato para la Iglesia Católica y Ley específi-
ca para las otras confesiones-, me parece que del análisis comparado 
de las Leyes de 1967 y de 1980 sólo se pueden detectar cuatro altera-
ciones profundas. 
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En primer lugar la desaparición de la obligatoriedad de una de-
claración previa de acatolicidad para quedar exento de la práctica de 
determinados actos de culto en algunos ambientes especiales (Fuer-
zas Armadas y establecimientos penitenciarios). Ello suponía una gra-
ve limitación al derecho a cambiar de religión actualmente garantiza-
do sin limitación alguna. Es bien cierto que el actual sistema sobre 
la cuestión queda empañado por el hecho de que no se admita la lla-
mada objeción de conciencia sobrevenida al servicio militar, pero, pa-
ra ser justos, eso no es achacable a la L.O.L.R. 
En segundo lugar, la supresión de la necesidad de que la enseñan-
za deba adaptarse a los dogmas de la Iglesia católica, si bien hay que 
admitir que de una parte eso no era una innovación de la L.L.R., sino 
que venía recogida ya en el Concordato de 1953 y que, de otra parte, 
era frecuentemente incumplido sin que tuviera, en la mayoría de las 
ocasiones, trascendencia práctica. 
En tercer lugar, hay que destacar que en el actual sistema desapa-
rece esa actitud de desconfianza hacia los grupos religiosos que ca-
racterizaba a la L.L.R., y que tenía su reflejo en un conjunto de con-
troles económicos, registrales, etc. Debemos matizar también ese 
cambio, si se tiene en cuenta que la desconfianza de la L.L.R. hacia 
lo que entonces se tenía por nuevo -las religiones distintas a la cató-
lica-, pervive, posiblemente, hacia lo que hoy se tiene por nuevo (la 
exclusión del ámbito de protección de la ley establecida en su artícu-
lo 3-2 puede tener por destinatario a las nuevas formas religiosas, a 
las "nuevas religiones"). 
Por último, el compromiso de los poderes públicos de facilitar 
asistencia religiosa en distintos centros de ellos dependientes, es una 
clara innovación de la Ley de 1980; aunque el hecho de que siete 
años más tarde de su promulgación ello no se haya concretado en na-
da hace que las cosas tomen una dimensión puramente testimonial. 
¿Significa todo lo anterior que la España de 1967 y la de 1987 
son la misma desde un punto de vista religioso? Contestar afirmati-
vamente a esta pregunta sería un clamoroso error, pero ¿a quién es 
atribuible el cambio? 
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Me referí al inicio de este trabajo a tres grandes cambios en la 
última década de España: el social, el político y el jurídico. En mate-
ria religiosa no creo que se haya producido el cambio jurídico, y así 
parecen probarlo parcialmente las anteriores líneas. No creo que tam-
poco se haya producido el cambio político, ya que los titulares del 
poder siguen manteniendo unas típicas posturas confesionales (al-
gunos acontecimintos diplomáticos del pasado verano constituyen la 
enésima prueba de ello). Desde el punto de vista religioso, lo único 
que ha cambiado en España es la sociedad. (Noviembre 1987). 
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